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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 041 DE 2019 CÁMARA

por medio de la cual se dictan normas tendientes 
a facilitar el acceso a la vivienda y fortalecer las 
medidas de saneamiento inmobiliario en áreas 

urbanas y rurales.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Distribución de recursos para el 
financiamiento de programas de vivienda de interés 
social para la construcción de vivienda urbana y 
rural. El Gobierno nacional en la distribución de 
los recursos apropiados por el Presupuesto Público 
Nacional para programas de vivienda de interés 
social, destinará un porcentaje mínimo de 30% 
para programas de construcción en sitio propio 
o autoconstrucción, mejoramiento de vivienda y 
adquisición de vivienda usada, en zonas rurales y 
urbanas según el déficit de cada programa.

Artículo 2°. La formulación y ejecución de la 
política de vivienda para programas de construcción 
en sitio propio o autoconstrucción y mejoramiento 
de vivienda, en zonas rurales y urbanas contará con 
los siguientes principios:

1. Enfoque territorial: Deberá tener en cuenta 
las particularidades climáticas, las prácticas 
culturales, la composición familiar, los materiales 
predominantes en los territorios, la transmisión y 
preservación de los saberes locales de construcción, 
la arquitectura tradicional y las condiciones 
particulares territoriales para la provisión de 
servicios públicos.

T E X T O S  D E  P L E N A R I A

2. Participación: Los habitantes de las zonas 
donde se implementarán las medidas de construcción 
y mejoramiento de la vivienda participarán en 
los procesos de diseño, ejecución y seguimiento. 
Las autoridades encargadas de la ejecución de las 
medidas de la presente ley promoverán el uso de la 
mano de obra local y la autoconstrucción.

3. Desarrollo progresivo: Posibilidad de 
desarrollar sistemas de construcción progresiva 
de acuerdo a las necesidades de los habitantes y 
posibilidades económicas de los hogares y sus 
comunidades.

4. Eficiencia y sostenibilidad en la ejecución: 
Deberá propender por garantizar los menores 
costos de extracción, procesamiento y transporte de 
materiales, y en el proceso de construcción.

5. Promoción de la vivienda unidad de 
producción: En los casos en que la vivienda sea 
necesaria para garantizar la subsistencia económica 
de los habitantes deberá promoverse el ambiente 
doméstico como una unidad de producción.

6. Igualdad: Las entidades involucradas deberán 
promover la participación en la adopción de 
decisiones relacionadas con la política de Estado 
para hacer efectivo el derecho a la vivienda digna 
y al hábitat, promoverán la igualdad material en el 
acceso a los beneficios de la vivienda, subsidios y el 
acceso al crédito.

7. Enfoque diferencial: Se deberá procurar la 
implementación de medidas de protección contra 
las prácticas discriminatorias, el enfoque diferencial 
y la definición de criterios objetivos de focalización 
del gasto público en las familias con mayores 
necesidades.
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Artículo 3°. Modifíquese el artículo 8° de la 
Ley 3ª de 1991, contenido en el inciso primero del 
artículo 21 de la Ley 1537 de 2012, el cual quedará 
así: El Subsidio Familiar de Vivienda será restituible 
al Estado cuando los beneficiarios transfieran 
cualquier derecho real sobre la solución de vivienda 
o dejen de residir en ella antes de haber transcurrido 
cinco (5) años desde la fecha de su transferencia, sin 
mediar permiso específico fundamentado en razones 
de fuerza mayor definidas por el reglamento.

Artículo 4°. De la participación de las Cajas de 
Compensación Familiar en programas de vivienda 
de interés social. Las Cajas de Compensación 
Familiar destinarán mínimo el 20% de los recursos 
FOVIS de cada año para atender programas de 
familias damnificadas por desastres naturales, por 
crisis fronteriza y víctimas del conflicto armado, 
que se encuentren debidamente certificadas por las 
entidades competentes o que hayan sido declarados 
en situación de riesgo, de acuerdo a la reglamentación 
que defina el Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio. Dicho porcentaje también aplica para 
familias cuyas unidades de vivienda resulten 
afectadas por eventos terroristas y catastróficos, 
previa certificación de la autoridad competente. 

Se dará prioridad a las familias afiliadas y luego 
a las no afiliadas incluidas en los censos y/o reportes 
oficiales.

Artículo 5°. Incentivo para la construcción y/o 
mejoramiento de viviendas sostenibles. El Ministerio 
de Vivienda Ciudad y Territorio reglamentará un 
incentivo de ahorro en el pago de servicios públicos 
para las familias, el cual se aplicará para aquellos 
subsidios familiares que empleen materiales y 
mecanismos amigables con el medio ambiente. 

Parágrafo. Para la incorporación de materiales y 
mecanismos amigables con el medio ambiente, las 
autoridades competentes deberán realizar estudios 
técnicos y financieros que garanticen la viabilidad y 
factibilidad de estas medidas. 

Artículo 6°. Subsidio a la tasa para adquisición 
de vivienda usada. Con el propósito de generar 
condiciones que faciliten la adquisición de vivienda 
usada, y de esta forma contribuir con la disminución 
del déficit habitacional cuantitativo, el Gobierno 
nacional, a través del Fondo de Reserva para la 
Estabilización de Cartera Hipotecaria (FRECH), 
administrado por el Banco de la República, podrá 
ofrecer coberturas de tasas de interés a los deudores 
de crédito de vivienda usada, vivienda de interés 
prioritario (VIP) y vivienda de interés social (VIS) 
que otorguen las entidades financieras y las Cajas 
de Compensación Familiar, de acuerdo con la 
reglamentación que expida el Gobierno nacional.

Parágrafo. La cobertura de tasas de interés 
señalada en este artículo sobre todos los programas 
indicados en el artículo primero de esta ley cuando 
la fuente de financiación de dichos programas 
provenga de entidades financieras y Cajas de 
Compensación Familiar; podrá ser complementaria 
de las demás modalidades de subsidio establecidas 
por el Gobierno nacional. 

Artículo 7°. Formalización del mercado de 
vivienda usada. El Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio reglamentará en un término de seis (6) 
meses contados a partir de la entrada en vigencia 
de la presente ley, las condiciones de los inmuebles 
sujetos a subsidios familiares de vivienda y subsidio 
a la tasa de interés para las viviendas usadas. 
Concurrentemente, el Ministerio de Vivienda 
trabajará con los gremios correspondientes para 
buscar una formalización del sector inmobiliario.

Artículo 8°. Modificar el artículo 6° de la Ley 
1001 de 2005, el cual quedará así: Facúltase al 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio como 
receptor de los bienes, derechos y obligaciones 
de los extintos Instituto de Crédito Territorial, la 
Unidad Administrativa Especial Liquidadora de los 
Asuntos del Instituto de Crédito Territorial o del 
Inurbe, en liquidación o quien haga sus veces para 
ceder mediante resolución administrativa a título 
gratuito los bienes inmuebles que pertenecían a 
dichas entidades desaparecidas, y que actualmente 
estén destinados o tengan vocación de uso público o 
zonas de cesión, a favor de las entidades territoriales 
del orden municipal o distrital en donde se hallen 
ubicados.

Parágrafo 1°. Los bienes de uso público 
o zonas de cesión se entenderán entregados 
física y materialmente a las entidades del orden 
municipal o distrital, con la sola inscripción del 
acto administrativo de transferencia en la Oficina 
de Registro de Instrumentos Públicos respectiva. 
Las entidades territoriales deberán sanearlos como 
requisito de la cesión.

Parágrafo 2°. El Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio podrá ceder mediante resolución 
administrativa y/o como dación en pago a las entidades 
del orden municipal o distrital en las cuales se hallen 
ubicados los bienes o los terrenos que conformen el 
plan vial del respectivo ente territorial de propiedad 
de los desaparecidos Instituto de Crédito Territorial 
o de la Unidad Administrativa Especial Liquidadora 
de los Asuntos del Instituto de Crédito Territorial, 
que actualmente estén destinados, tengan vocación 
o hagan parte del Plan Vial Municipal. 

Parágrafo 3°. La entidad receptora de los bienes 
de uso público o zonas de cesión, deberá entregar 
certificación que acredite que la entidad cedente 
queda a paz y salvo por concepto de impuestos, 
tasas y contribuciones.

Artículo 9°. Modificar el artículo 7° de la Ley 
1001 de 2005, el cual quedará así: Facúltase al 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio como 
receptor de los bienes, derechos y obligaciones de 
los extintos Instituto de Crédito Territorial, la Unidad 
Administrativa Especial Liquidadora de los Asuntos 
del Instituto de Crédito Territorial o del Inurbe, en 
liquidación o quien haga sus veces, para cancelar 
mediante resolución administrativa los gravámenes 
que actualmente recaen sobre los inmuebles 
adjudicados por el extinto Instituto de Crédito 
Territorial y cuyas obligaciones se encuentren a paz 
y salvo, entre otros, hipotecas, pactos comisorios y 
condiciones resolutorias.
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Parágrafo 1°. La cancelación del patrimonio 
de familia deberá ser efectuada conforme la 
normatividad vigente y no requerirá autorización 
previa del Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio.

Parágrafo 2°. En las resoluciones administrativas 
de cancelación de gravámenes no se requerirá 
indicar el valor del gravamen que se cancela ni el 
monto por el que el mismo fue constituido.

Parágrafo 3°. Este trámite quedará exento del 
pago de los derechos registrales y de boleta fiscal.

Artículo 10. En ningún caso procederá la 
transferencia de que tratan los artículos 2°, 3° y 4° 
de la presente ley, cuando el inmueble se encuentre 
ubicado en: i) zonas destinadas a obras públicas, o de 
infraestructura básica o de afectación vial; ii) áreas 
no aptas para la localización de vivienda; iii) zonas 
de alto riesgo no mitigable; iv) zonas de protección 
de los recursos naturales; v) zonas insalubres 
conforme con el Plan de Ordenamiento Territorial, 
Plan Básico de Ordenamiento Territorial, Esquema 
de Ordenamiento Territorial y/o los instrumentos 
que los desarrollen o complementen, vi) zonas de 
comunidades negras, afrocolombianas, raizales, 
palenqueras, indígenas, gitanos, y vii) zonas que 
disponga el artículo 35 de la Ley 388 de 1997 y las 
normas que lo modifiquen, adicionen, sustituyan o 
complementen.

Artículo 11. Anualmente, o cuando el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi y los catastros 
descentralizados o la entidad que haga sus veces, 
realicen procesos de actualización, conservación 
y formación catastral, remitirán a las entidades 
públicas que lo soliciten para dar aplicación de la 
presente norma, la base catastral actualizada con la 
información completa junto con su cartografía en 
formato digital.

Artículo 12. El Ministerio de Vivienda en un 
término de seis (6) meses contados a partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley, deberá hacer 
público el inventario único de los bienes fiscales 
de la nación que son objetos de cesión, utilizando 
diferentes fuentes de información como IGAC, 
DANE y CISA. 

Artículo 13. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir del momento de su promulgación y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 23 de 2020
En Sesión Plenaria de los días 19 y 20 de junio 

de 2020, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Definitivo con modificaciones del Proyecto de ley 
número 041 de 2019 Cámara, por medio de la cual 
se dictan normas tendientes a facilitar el acceso a 
la vivienda y fortalecer las medidas de saneamiento 
inmobiliario en áreas urbanas y rurales. Esto con el 
fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 

con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992. 

Lo anterior, según consta en las actas de las 
Sesiones Plenaria Ordinaria números 140 y 141 
de junio 19 y 20 de 2020, previo su anuncio en las 
Sesiones Plenarias del día 18 y 19 de junio de 2020, 
correspondiente al Acta número 139 y 140.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 050 DE 2019 CÁMARA
por la cual se adiciona un parágrafo transitorio al 
artículo 2° de la Ley 797 de 2003 que modificó el 
literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónese un parágrafo transitorio 
al artículo 2° de la Ley 797 de 2003 que modificó el 
literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993.

Parágrafo transitorio. Dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la promulgación de la presente 
ley, se permitirá el traslado de afiliados entre los 
Regímenes Pensionales, de ahorro individual con 
solidaridad y Prima Media con prestación definida, 
siempre que hayan cotizado un mínimo de 750 
semanas, sean hombres mayores de 52 años, o 
mujeres mayores de 47 años.

Una vez se solicite el respectivo traslado, las 
administradoras de pensiones deberán emitir al 
afiliado por escrito el concepto de la doble asesoría, 
respetando el principio de la libertad informada, 
con el fin de que el afiliado tenga certeza y claridad 
sobre la conveniencia de permanecer en el régimen 
pensional que se encuentra o definitivamente se dé 
el respectivo traslado. Es obligación por parte de las 
administradoras de pensiones emitir el respectivo 
concepto dentro de los 20 días hábiles siguientes a 
la petición de traslado.

La Administradora Colombiana de Pensiones 
Colpensiones y los Fondos de Pensiones podrán 
hacer uso de las tecnologías de información y 
comunicación para agilizar las asesorías que tenga 
como fin el traslado de afiliados de los que habla el 
presente parágrafo.

Artículo 2°. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga las disposiciones que 
le sean contrarias.
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SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 23 de 2020
En Sesiones Plenarias de los días 16 y 17 de junio 

de 2020, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Definitivo con modificaciones del Proyecto de ley 
número 050 de 2019 Cámara, por la cual se adiciona 
un parágrafo transitorio al artículo 2° de la Ley 797 
de 2003 que modificó el literal e) del artículo 13 de 
la Ley 100 de 1993. Esto con el fin de que el citado 
proyecto de ley siga su curso legal y reglamentario y 
de esta manera dar cumplimiento con lo establecido 
en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en las actas de las 
Sesiones Plenarias Ordinaria números 137 y 138 
de junio 16 y 17 de 2020, previo su anuncio en las 
Sesiones Plenarias de los días 11 y 16 de junio de 
2020, correspondiente a las Actas números 136 y 
137.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 

CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 118 DE 2019 CÁMARA

por medio de la cual se crea la estampilla Pro 
Universidad Nacional –Sede Caribe– Archipiélago y 

se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto autorizar a la Asamblea Departamental 
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina, para que faculte la emisión de la Estampilla 
Pro Universidad Nacional - Sede Caribe; con el 
fin de garantizar la financiación de esta institución 
educativa. 

Artículo 2°. Autorícese a la Asamblea 
Departamental Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina, para que ordene 
la emisión de la Estampilla “Pro Universidad 
Nacional - Sede Caribe - Archipiélago”, hasta 
por la suma de trescientos mil millones de pesos 
($300.000.000.000.00).

Parágrafo 1°. Se autoriza la emisión de la 
estampilla, para su recaudo, por un término de treinta 
(30) años, a partir de la entrada en vigencia de la 
aplicación de la presente ley. Se entenderá cumplido 
el espíritu de la ley, cuando se cumpla alguna de las 
dos (2) condiciones.

Parágrafo 2°. El recaudo obtenido por el uso de la 
estampilla se destinará a los gastos e inversiones en la 
sede Caribe - Archipiélago que el Consejo Superior 
de la Universidad determine, órgano al cual compete 
la administración de los valores recaudados.

Artículo 3°. Autorícese a la Asamblea 
Departamental Archipiélago de San Andrés, 

Providencia y Santa Catalina, al Concejo Municipal 
de Providencia y Santa Catalina para que determinen 
los sujetos, hecho generador, tarifas y todo lo 
relacionado con su recaudo e implementación, en el 
departamento y en los municipios de Providencia y 
Santa Catalina.

Artículo 4°. Eliminado.
Artículo 5°. Eliminado.
Artículo 6°. El recaudo de la estampilla se 

destinará a lo establecido en el artículo 1° de la 
presente ley.

Parágrafo 1°. La tarifa contemplada en esta ley 
no podrá exceder el 2% del valor del hecho sujeto 
a gravamen.

Artículo 7°. El control del recaudo y del traslado 
de los recursos de la Universidad estará a cargo 
de la Contraloría General del Departamento de 
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina, u oficinas delegadas con jurisdicción y 
competencia sobre control fiscal.

Artículo 8°. El rector de la Universidad Nacional 
deberá rendir un informe en marzo de cada año, a 
las Comisiones Tercera de Senado y Cámara sobre 
los montos y ejecución de los recursos obtenidos 
por esta estampilla. De igual manera, se debe enviar 
copia del informe a la Asamblea Departamental 
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina.

Artículo 9°. Esta ley rige a partir de su 
promulgación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 23 de 2020
En Sesión Plenaria del día 19 de junio de 2020, 

fue aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
con modificaciones del Proyecto de ley número 118 
de 2019 Cámara, por medio de la cual se crea la 
Estampilla Pro Universidad Nacional –Sede Caribe– 
Archipiélago y se dictan otras disposiciones. Esto 
con el fin de que el citado proyecto de ley siga su 
curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 140 de junio 19 de 2020, 
previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 18 de 
junio de 2020, correspondiente al Acta número 139.
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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 141 DE 2019 CÁMARA
por medio del cual se modifica el artículo 162 de la 

Ley 599 de 2000.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Modifíquese el artículo 162 de la 

Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 
Artículo 162. Reclutamiento ilícito. El que, con 

ocasión y en desarrollo de conflicto armado, reclute 
menores de dieciocho (18) años, los utilice o los 
obligue a participar directa o indirectamente en las 
hostilidades, o en acciones armadas, incurrirá en 
prisión de ciento cincuenta y seis (156), a doscientos 
setenta y seis (276) meses y en multa de ochocientos 
(800)  a mil quinientos (1.500) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes. 

Artículo 2°. Vigencia. Esta norma entrará a regir 
desde el momento de su promulgación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 23 de 2020
En Sesión Plenaria del día 17 de junio de 2020, 

fue aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
sin modificaciones del Proyecto de ley número 141 
de 2019 Cámara, por medio del cual se modifica el 
artículo 162 de la Ley 599 de 2000. Esto con el fin 
de que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 138 de junio 17 de 2020, 
previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 16 de 
junio de 2020, correspondiente al Acta número 137.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 149 DE 2019 CÁMARA - 102 DE 
2018 SENADO

por medio de la cual se garantiza el derecho de las 
personas a desarrollarse física e intelectualmente en 
un ambiente libre de plomo, fijando límites para su 
contenido en productos comercializados en el país y 

se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. Garantizar el desarrollo 
físico, intelectual y en general la salud de las 

personas, en especial la de los niños y niñas 
residentes en el territorio nacional, en un ambiente 
libre de plomo (Pb) mediante la fijación de 
lineamientos generales que conlleven a prevenir 
la contaminación, intoxicación y enfermedades 
derivadas de la exposición al metal.

Parágrafo. La fijación de los lineamientos se 
hará bajo la guía de las recomendaciones realizadas 
por la OCDE, la OMS y en el cumplimiento de los 
convenios de la OIT sobre seguridad y salud en el 
trabajo.

Artículo 2°. Definiciones.
Microgramos por decilitro (μg/dL): Unidad 

de medida de concentración de una sustancia que 
significa una millonésima parte de un gramo por 
cada 100 mililitros de solución.

Partes por millón (PPM): Unidad de medida 
de concentración de una sustancia que indica la 
presencia de una millonésima parte de una sustancia 
en una unidad dada.

Plumbemia: Presencia de plomo en la sangre.
Niveles permisibles de plomo en sangre: Son 

aquellos que indican los límites de concentración 
máxima de plomo en la sangre, sin que cause un 
daño a la salud.

Intoxicación por plomo: Proceso patológico, 
con signos y síntomas clínicos, causados por el 
plomo presente en el organismo.

Artículo 3°. Ámbito de aplicación. El ámbito 
de aplicación de la presente ley cobija a todos 
los agentes públicos y privados, ya sean personas 
naturales o jurídicas, que intervengan en la 
importación, utilización, fabricación, distribución 
y venta de los productos que contengan plomo 
por encima de los valores límites fijados en las 
reglamentaciones correspondientes, así como las 
personas naturales o jurídicas que intervienen en 
el almacenamiento, reciclaje, aprovechamiento, 
recuperación y disposición final de sus residuos.

Artículo 4°. Declaratoria de interés general. Se 
declara de interés general la regulación que permita 
controlar en una forma integral la intoxicación de las 
personas, en especial de niños, niñas y adolescentes 
por plomo.

El Estado a través de sus distintas dependencias o 
entidades promoverá acciones tendientes a prevenir 
la intoxicación con plomo mediante la ejecución de 
acciones dirigidas a alejar las fuentes de exposición 
de plomo del contacto directo con las personas; 
así mismo, al restablecimiento oportuno de las 
condiciones de salud evitando que el plomo que 
se encuentre en el organismo intoxicado continúe 
produciendo daño.

Artículo 5°. Medidas de prevención. El Gobierno 
nacional a través de la Comisión Técnica Nacional 
Intersectorial para la Salud Ambiental (Conasa), o de 
la entidad que la sustituya, modifique o complemente, 
formularán los lineamientos y las políticas para 
el desarrollo de estrategias, acciones, campañas, 
actividades de educación, pautas de divulgación, 
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capacitación, sensibilización, concientización, 
orientadas a la reducción y eliminación del plomo, 
así como las prevenciones relativas a los contenidos 
de esta ley.

La ejecución de los lineamientos y políticas 
estarán bajo la responsabilidad de los gobiernos 
departamentales, distritales, o municipales. 

Parágrafo 1°. En el término de 5 años contados a 
partir de la expedición de la presente ley el Gobierno 
nacional, a través de las entidades facultadas para 
ejecutar recursos y que a su vez conformen la 
Comisión Técnica Nacional Intersectorial para la 
Salud Ambiental (Conasa), o de la entidad que la 
sustituya, modifique o complemente, formularán 
la política para la verificación de reducción de la 
exposición a niveles máximos de plomo en niños, 
niñas y adolescentes en el territorio nacional; para 
tal efecto, se atenderá al principio de sostenibilidad 
fiscal.

En todo caso, el Ministerio de Salud y Protección 
Social en conjunto con la Secretaría de Salud 
Municipal, Distrital o Departamental promoverán la 
atención oportuna y prioritaria de los niños, niñas 
y adolescentes intoxicados con plomo, siguiendo 
las rutas de atención pertinentes establecidas en el 
Marco Integral de Atención en Salud.

Artículo 6°. Fomento de la investigación en la 
salud pública, científica y social para la reducción 
y eliminación del plomo. Con el objeto de dar 
cumplimiento a la finalidad de la presente ley, dentro 
del término de un año contado a partir de la vigencia, 
el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación y 
el Ministerio de Salud y Protección Social, o quien 
haga sus veces, articulado con las Instituciones 
de Educación Superior así como con asociaciones 
profesionales de distintas disciplinas de las ciencias 
de la salud, científicas y sociales desarrollarán, de 
acuerdo a sus funciones y con cargo al presupuesto 
asignado, investigaciones orientadas a promover, 
desarrollar y aplicar tecnologías limpias para la 
reducción, sustitución y eliminación del plomo, así 
como el impacto en la salud y los mecanismos de 
prevención para evitar la presencia del plomo en el 
cuerpo humano.

Dichas investigaciones tendrán en cuenta 
la importancia de proteger el desarrollo físico, 
intelectual y en general la salud de las personas, 
en especial la de los niños y niñas y mujeres 
embarazadas residentes en el territorio nacional, y la 
importancia de tener áreas libres de plomo.

Parágrafo 1°. A partir de los lineamientos 
expedidos por el Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, las autoridades ambientales 
en el ámbito de su jurisdicción promoverán la 
realización de estudios o proyectos de investigación 
en conjunto con el sector privado orientados a la 
implementación de tecnologías más limpias en la 
industria del reciclaje de elementos que contengan 
concentración de plomo en niveles superiores de los 
fijados en la reglamentación que se expida conforme 

a la presente ley y la normatividad que rija la materia, 
que deriven en afectaciones a la salud.

Parágrafo 2°. Con el objeto de dar cumplimiento 
a la finalidad de la presente ley, dentro del término de 
un año contado a partir de la vigencia, el Ministerio 
de Salud y Protección Social y el Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo, con el apoyo de 
sus entidades adscritas o vinculadas, realizarán un 
estudio diagnóstico sobre el nivel de exposición de 
los productos que contengan concentración de plomo 
en niveles superiores y deriven en afectaciones a 
la salud presentes en el mercado colombiano. Lo 
anterior, a partir de la información obtenida de los 
reportes que realicen los productores e importadores.

Esta información será insumo para el desarrollo 
de estrategias específicas de regulación de plomo, 
las cuales a su vez tendrán en cuenta criterios 
diferenciados de territorialidad y epidemiología, 
sectores productivos y dinámicos económicos, 
riesgos por edades y riesgos por exposición.

Artículo 7°. Seguimiento y control. Las autoridades 
ambientales reforzarán las actividades de control y 
seguimiento ambiental a todos los establecimientos 
industriales que procesen, recuperen o reciclen 
plomo, de acuerdo con la normatividad ambiental 
vigente.

De igual forma lo harán las autoridades de salud 
y trabajo en el ámbito de sus competencias con 
el fin de controlar la exposición por plomo a los 
niños y niñas, adolescentes, madres embarazadas y 
trabajadores.

CAPÍTULO II
De los niños y niñas

Artículo 8°. Concentración de plomo. El 
Estado propenderá que las niñas, niños y mujeres 
embarazadas residentes en el territorio nacional 
tengan una concentración de plomo por debajo de 5 
μg (microgramos) por dL (decilitro) de sangre (μg/
dL).

Parágrafo 1°. Sin perjuicio de lo anterior, de 
forma progresiva y de acuerdo a sus capacidades 
presupuestales, el Estado colombiano velará para que 
ningún adulto colombiano tenga una concentración 
de plomo superior a los 10ug/ por dL (decilitro) de 
sangre.

Parágrafo 2°. En todo caso los niveles máximos de 
plomo en la sangre establecidos podrán actualizarse 
por reglamentación del Gobierno nacional de 
acuerdo a los avances de la ciencia.

CAPÍTULO III
De las prohibiciones del uso de plomo y el 

manejo de los residuos
Artículo 9°. Se prohíbe el uso, fabricación, 

importación o comercialización de los siguientes 
productos cuando contengan plomo en cualquiera 
de sus compuestos en niveles superiores a los 
establecidos por los reglamentos técnicos en el 
territorio nacional.
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a) 	 Los juguetes y todos los productos sólidos 
diseñados para su utilización por los niños, cuya 
área de superficie pueda ser accesible a los mismos;

b) 	 Pinturas arquitectónicas, también llamadas 
de uso decorativo o del hogar y obra;

c) 	 Tuberías, accesorios y soldaduras empleados 
en la instalación o reparación de cualquier sistema 
de distribución de agua para uso humano, animal o 
de riego;

d) 	 Todos los insumos agropecuarios importados 
o de producción nacional utilizados en sistemas 
de producción agrícolas o pecuaria, en especial 
los fertilizantes, productos para la protección de 
cultivos, alimentos o suplementos para animales y 
sales mineralizadas;

e) 	 Todo artículo que contenga plomo en su 
composición y que sea identificado a través del 
estudio diagnóstico mencionado en el parágrafo 2° 
del artículo 6° de la presente ley. 

Parágrafo 1°. En aras de evitar una afectación a 
los productores y comercializadores de los artículos 
mencionados anteriormente, el Gobierno nacional 
deberá reglamentar bajo criterios de gradualidad y 
progresividad la materia.

Parágrafo 2°. El Gobierno reglamentará los 
límites máximos de plomo permitido en aquellas 
partes de los artículos tecnológicos en los cuales 
es indispensable su utilización. Dichas partes no 
podrán ser accesibles a los niños.

Parágrafo 3°. En todo caso, el Gobierno nacional 
podrá modificar la lista de acuerdo a estudios 
científicos actualizados.

Parágrafo Transitorio. Mientras el Gobierno 
nacional expide la reglamentación técnica 
correspondiente, la prohibición del uso, fabricación, 
importación o comercialización de los productos 
aplicará cuando contengan plomo a los niveles 
expresados a continuación:

a) 	 Los juguetes y todos los productos sólidos 
diseñados para su utilización por los niños, cuya 
área de superficie pueda ser accesible a los mismos, 
que superen los 90 ppm;

b) 	 Pinturas arquitectónicas, también llamadas 
de uso decorativo o del hogar y obra, que excedan 
los 90 ppm (0.009%) de plomo;

c) 	 Tuberías, accesorios y soldaduras empleados 
en la instalación o reparación de cualquier sistema 
de distribución de agua para uso humano, animal 
o de riego, que migren al agua concentraciones de 
plomo superiores al 0,0005 mg por litro de agua;

d) 	 Todos los insumos agropecuarios importados 
o de producción nacional utilizados en sistema 
de producción agrícola o pecuaria, en especial 
los fertilizantes, productos para la protección de 
cultivos, alimentos o suplementos para animales y 
sales mineralizadas con contenidos mayores a 20 
ppm.

Artículo 10. El Gobierno nacional, en cabeza de 
los Ministerios de Salud y Protección Social y de 

Vivienda, Ciudad y Territorio, en el término máximo 
de dos (2) años contados a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley, realizará los análisis 
de impacto normativo a que haya lugar y expedirá 
los reglamentos técnicos o la reglamentación que 
estime pertinente, con el propósito de fijar los límites 
máximos de plomo en los productos señalados 
en el artículo anterior, así como para alcanzar 
progresivamente tales estándares.

Adicionalmente, reglamentará las condiciones 
de etiquetado, así como los procedimientos de 
evaluación de la conformidad y verificación que 
sean necesarios.

Parágrafo. En todo caso, la Superintendencia 
de Industria y Comercio, o quien haga sus veces, 
ejercerá vigilancia y control del cumplimiento de las 
disposiciones contenidas en los reglamentos técnicos 
que se expidan con el propósito de fijar los límites 
máximos de plomo en los productos señalados en 
el artículo anterior, siempre que los mismos sean 
relativos a sus competencias y naturaleza.

Artículo 11. Gestión de residuos con contenido 
de plomo. Los residuos con contenido de plomo 
clasificados como peligrosos, deberán ser gestionados 
de acuerdo con las disposiciones establecidas 
en la normatividad vigente, especialmente en lo 
relacionado con la Ley 1252 de 2008 y el Decreto 
1076 de 2015 o las normas que los modifiquen, 
sustituyan o complementen.

La construcción y operación de instalaciones 
cuyo objeto sea el almacenamiento, tratamiento, 
aprovechamiento, recuperación y/o disposición final 
de residuos o desechos peligrosos con contenido de 
plomo, deberán contar con la respectiva licencia 
ambiental e incluir en su Plan de Manejo Ambiental 
las medidas orientadas a prevenir, mitigar, corregir 
o compensar los impactos ambientales presentes, así 
como el programa de monitoreo y seguimiento y el 
plan de contingencia integrado.

CAPÍTULO IV
De los procesos industriales y de los caminos 

del plomo
Artículo 12. Todas aquellas industrias que en sus 

procesos incluyan plomo y sus compuestos deberán 
ser relevadas o supervisadas por las autoridades 
ambientales competentes a nivel nacional, 
departamental o distrital, debiéndose llevar un 
registro público y nacional, que será coordinado por 
el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
y ser especialmente controlados y monitoreados sus 
procesos, emisiones gaseosas, efluentes líquidos y 
la gestión de sus residuos sólidos asociados, en sus 
diversas etapas.

Parágrafo 1°. Eliminado.
Parágrafo 2°. Si el relevo de las actividades 

relacionadas con plomo implica prescindir de 
empleos, el Ministerio de Trabajo y el Ministerio 
de Comercio, Industria y Turismo establecerán las 
medidas necesarias para garantizar la identificación 
y la reconversión productiva de los trabajadores 
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expuestos y relacionados con la cadena de extracción, 
procesamiento, almacenamiento, distribución 
y comercialización del plomo. Asimismo, será 
responsabilidad de las entidades del Sistema de 
Seguridad Social Integral garantizar las medidas de 
identificación y monitoreo sobre la salud de estos 
trabajadores por un periodo umbral de 20 años.

Esta reconversión productiva implica capacitación 
con el uso y manipulación de nuevos materiales 
en reemplazo del plomo y garantía de conservar 
los contratos laborales de todos los trabajadores 
relacionados con la extracción, procesamiento, 
almacenamiento, distribución y comercialización 
del plomo.

Parágrafo 3°. La prohibición establecida en el 
presente artículo no se aplicará a la industria Militar, 
la cual podrá desarrollar su actividad respecto de los 
límites legales y los protocolos ambientales. 

Artículo 13. En aquellos puestos de trabajo en 
los que exista riesgo de exposición al plomo, el 
empleador estará obligado a realizar la evaluación de 
los límites máximos permisibles de concentraciones 
de plomo en ambientes laborales.

Las muestras serán necesariamente de tipo 
personal disponiéndose los elementos de captación 
sobre el trabajador y serán efectuadas de manera 
que permitan la evaluación de la exposición máxima 
probable del trabajador o trabajadores, teniendo 
en cuenta el trabajo efectuado, las condiciones de 
trabajo y la duración de la exposición. La duración 
del muestreo deberá abarcar el 80% de la jornada 
laboral diaria como mínimo. Cuando existan grupos 
de trabajadores que realicen idénticas tareas que 
supongan un grado de exposición análogo, las 
muestras personales podrán reducirse a un número 
de puestos de trabajo suficientemente representativo 
de los citados grupos, efectuándose al menos un 
muestreo personal por cada diez trabajadores y 
turno de trabajo.

El Ministerio de Trabajo, junto al Ministerio de 
Salud y Protección Social, definirán los métodos 
de muestreo, condiciones de muestras y análisis 
empleados. En concordancia con lo anterior, 
el Ministerio de Trabajo realizará el respectivo 
seguimiento del cumplimiento de esta disposición.

En todo caso, previo el ingreso del trabajador, 
en los términos de la Ley 1562 de 2012, de los 
Decretos 1477 de 2014 y 1072 de 2015 y de la 
Resolución 0312 de 2019, o las normas que los 
sustituyan, modifiquen o complementen, deberá 
llevarse a cabo una evaluación inicial sobre los 
niveles de plomo para garantizar que están bajo 
los parámetros legales. Si esta evaluación indica 
que existe algún trabajador con exposición igual o 
superior al reglamentado, el empleador, junto a la 
Administradora de Riesgos Profesionales deberá 
realizar un control periódico ambiental tendiente a 
reducir las fuentes de exposición en la empresa y el 
restablecimiento de la salud del trabajador.

CAPÍTULO V
Incumplimiento, infracciones y sanciones

Artículo 14. El incumplimiento de los preceptos 
de que trata la presente ley y los que establezcan 
los reglamentos dará lugar al decomiso respectivo 
de los bienes y el cierre de los establecimientos de 
comercio, así como el sellamiento de los sitios de 
almacenamiento de productos que contengan plomo 
de conformidad con las disposiciones aplicables a 
la materia. 

Parágrafo. Las funciones de control y vigilancia 
que ejerza la Superintendencia de Industria y 
Comercio se regirán por lo dispuesto en la Ley 1480 
de 2011.

Artículo 15. Infracciones. Constituyen 
infracciones al desarrollo de un ambiente libre de 
plomo:

La fabricación, distribución y comercialización 
de productos que superen los niveles permisibles 
de acuerdo a lo preceptuado en los reglamentos 
técnicos o en la presente normatividad mientras se 
expide la reglamentación correspondiente.

La emisión o vertimiento de residuos en las 
diversas etapas de seguimiento del plomo de forma 
gaseosa, efluentes líquidos, o partículas sólidas que 
superen los límites máximos permisibles de acuerdo 
a lo preceptuado en los reglamentos técnicos 
correspondientes. 

La exposición a niveles elevados de plomo a la 
población sobre la cual se tiene injerencia.

La omisión del reporte de los productores e 
importadores del contenido de plomo presente en los 
productos de que trata el parágrafo 2° del artículo 6° 
de la presente ley y la reglamentación de etiquetado 
estipulada para este caso.

Parágrafo. Lo contemplado en el presente artículo 
no excluye las demás conductas que configuren 
infracciones de acuerdo a la legislación ambiental, 
laboral, comercial y de salud o las demás normas 
que lo regulen, modifiquen o adicionen.

Artículo 16. Sanciones. Las sanciones 
administrativas señaladas en este artículo se 
impondrán como principales o accesorias al 
responsable de la infracción de la presente ley, sus 
reglamentos y a las disposiciones que de ella se 
deriven, de acuerdo con la gravedad de la infracción 
mediante resolución motivada en los términos de la 
Ley 1333 de 2009.

1. 	 Amonestación escrita.
2. 	 Multas diarias hasta por cinco mil (5.000) 

salarios mínimos mensuales legales vigentes.
3. 	 Cierre temporal o definitivo del 

establecimiento de comercio o sitios de 
almacenamiento.

4. 	 Decomiso de bienes.
Parágrafo 1°. En caso de que se presuma que 

las acciones u omisiones puedan configurar una 
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conducta delictiva, se denunciará además ante el 
órgano competente. Las autoridades controlarán el 
debido cumplimiento de las especificaciones de la 
presente ley.

Parágrafo 2°. Cualquier infracción a la presente 
ley, a sus reglamentaciones y a las disposiciones 
que de ella se deriven será sancionada de acuerdo 
con lo que establezcan las disposiciones legales 
correspondientes, debiendo los organismos actuantes 
comunicarse y coordinar las acciones, sin perjuicio 
de sus competencias específicas.

Parágrafo 3°. Lo contemplado en el presente 
artículo no excluye las demás conductas que 
configuren sanciones de acuerdo a la legislación 
ambiental, laboral, comercial y de salud o las demás 
normas que lo regulen, modifiquen o adicionen.

Parágrafo 4°. El incumplimiento de lo dispuesto 
en los literales a y b del artículo 9° será sancionado 
por la Superintendencia de Industria y Comercio 
conforme a lo dispuesto en la Ley 1480 de 2011.

Artículo 17. Artículo transitorio. Establézcase 
como período de transición el plazo de dos (2) años a 
partir de la publicación de la presente ley para que el 
Gobierno nacional expida la reglamentación técnica 
atendiendo a las recomendaciones de la OCDE y la 
OMS.

Artículo 18. Sistema e incentivos para el reciclaje. 
El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
reglamentará la implementación de sistema de 
aprovechamiento y disposición final de productos 
con plomo que, de acuerdo con sus condiciones 
técnicas y niveles de exposición, requieran un 
tratamiento diferencial.

Artículo 19. El Comité Nacional de Seguridad 
y Salud en el Trabajo velará porque se ejecuten, 
evalúen e implementen las acciones concernientes 
y necesarias para coadyuvar a que la salud de los 
trabajadores en ambientes con plomo sea preservada.

Artículo 20. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga de manera expresa 
todas las disposiciones que le sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 23 de 2020
En Sesión Plenaria del día 17 de junio de 2020, 

fue aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
con modificaciones del Proyecto de ley número 149 
de 2019 Cámara - 102 de 2018 Senado, por medio 
de la cual se garantiza el derecho de las personas 
a desarrollarse física e intelectualmente en un 
ambiente libre de plomo, fijando límites para su 
contenido en productos comercializados en el país 
y se dictan otras disposiciones. Esto con el fin de 
que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 138 de junio 17 de 2020, 
previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 16 de 
junio de 2020, correspondiente al Acta número 137.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 152 DE 2019 CÁMARA - 222 DE 
2018 SENADO

por medio de la cual la Nación se vincula a la 
conmemoración y rinde público homenaje al 

municipio de San Pedro, departamento de Sucre, con 
motivo de la celebración de los 80 años de fundación 

de vida municipal y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. La Nación se vincula a la 
conmemoración y rinde público homenaje al 
municipio de San Pedro, ubicado en el departamento 
de Sucre, con motivo de la celebración de los ochenta 
(80) años de su fundación. 

Artículo 2°. Autorícese al Gobierno nacional 
para que, de acuerdo con la Constitución Política, 
las competencias que establecen las leyes y teniendo 
en cuenta la disponibilidad de los recursos del 
Estado, incorpore dentro del Presupuesto General de 
la Nación las apropiaciones específicas destinadas 
al desarrollo de las siguientes obras en beneficio 
de la comunidad del municipio de San Pedro, 
departamento de Sucre, como homenaje por los 
ochenta (80) años de su fundación: 

1. 	 Adecuación y mantenimiento de las 
instalaciones del polideportivo. 

2. 	 Nodo agroindustrial del Servicio Nacional 
de Aprendizaje (SENA). 

3. 	 Proyectos de vivienda de interés social. 
4. 	 Pavimentación en concreto hidráulico de la 

carrera 9, a partir de la calle 9 a la carretera Sincelejo 
- Magangué.

Artículo 3º. Encárguese al Archivo General de 
la Nación la recopilación y publicación, en medio 
físico y digital, de la historia del municipio de San 
Pedro (Sucre). 

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de la 
sanción y publicación en el Diario Oficial y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias.
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SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 23 de 2020
En Sesión Plenaria del día 19 de junio de 2020, 

fue aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
sin modificaciones del Proyecto de ley número 152 
de 2019 Cámara - 222 de 2018 Senado, por medio 
de la cual la nación se vincula a la conmemoración 
y rinde público homenaje al municipio de San 
Pedro, departamento de Sucre, con motivo de la 
celebración de los 80 años de fundación de vida 
municipal y se dictan otras disposiciones. Esto 
con el fin de que el citado proyecto de ley siga su 
curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 140 de junio 19 de 2020, 
previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 18 de 
junio de 2020, correspondiente al Acta número 139.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 156 DE 2019 CÁMARA, 

ACUMULADO CON EL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 177 DE 2019 CÁMARA

por la cual se amplía la autorización a la Asamblea 
Departamental del Meta y a los concejos municipales 
de cada una de sus entidades territoriales para que 

ordenen la emisión de la estampilla “Universidad de 
los Llanos” y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. Ampliar la autorización 
a la Asamblea Departamental del Meta y a los 
Concejos Municipales de cada una de sus entidades 
territoriales para que ordenen la emisión de la 
estampilla “Universidad de los Llanos” creada 
mediante la Ley 1178 de 2007.

Artículo 2°. Monto. La Estampilla “Universidad 
de los Llanos”, cuya emisión se autoriza será hasta 
por la suma de doscientos mil millones de pesos 
($200.000.000.000.00) adicionales a los recaudados. 
El presente valor se establece a precios constantes a 
la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 3°. Destinación. El producido de los 
recursos provenientes de la estampilla “Universidad 
de los Llanos”, se podrá destinar a los siguientes 
rubros: 

•	 Desarrollo científico en las líneas de 
investigación institucionales de la Universidad de los 

Llanos, adoptadas mediante el Acuerdo Académico 
y/o a la apertura de programas académicos.

•	 Desarrollo de la Infraestructura Educativa 
de las sedes de la Universidad de los Llanos. 

•	 Desarrollo de la Docencia, extensión de la 
Institución, a la apertura y desarrollo de programas 
académicos que la Universidad considere pertinentes 
para la región, de acuerdo con estudios de contexto, 
desarrollo y mejoramiento de la infraestructura 
física, tecnológica y bibliográfica, el desarrollo de 
la ciencia, la tecnología y la innovación, así como 
el fortalecimiento de la internacionalización y el 
Bilingüismo de la Universidad. 

Artículo 4°. El Consejo Superior de la 
Universidad continuará siendo el órgano encargado 
de la administración de los recursos recaudados 
mediante la presente estampilla, de acuerdo a lo 
estipulado en la presente ley.

Artículo 5°. Determinación. Será la Asamblea 
del departamento del Meta quien determinará las 
características, hechos económicos, tarifas, actos 
administrativos u objetos de gravamen, excepciones 
y todos los demás asuntos pertinentes al uso 
obligatorio de la estampilla en las operaciones que 
se realizan en el departamento y en cada uno de sus 
municipios. Las providencias que en tal sentido 
expida la Asamblea Departamental del Meta, serán 
de conocimiento del Gobierno nacional a través del 
Ministerio de Hacienda. 

Parágrafo 1°. El porcentaje del valor de hecho 
u objeto del gravamen será determinado por la 
Asamblea Departamental del Meta, pero en todo 
caso no podrá exceder del 3%.

Parágrafo 2°. Se excluyen de este pago los 
contratos de prestación de servicios suscritos con 
persona natural, cuyo valor no supere las 145 
Unidades de Valor Tributario (UVT) por concepto 
de honorarios mensuales, y las demás excepciones 
que la asamblea considere pertinentes. 

Artículo 6°. La obligación de adherir y anular la 
estampilla que se autoriza mediante esta ley estará 
a cargo de los funcionarios del orden departamental 
y municipal que intervengan en los actos o hechos 
sujetos a gravamen estipulados por la Asamblea 
mediante ordenanza.

Artículo 7°. Los recaudos provenientes de 
la estampilla estarán a cargo de la Secretaría 
de Hacienda Departamental y en el caso de 
los municipios corresponderá su recaudo a las 
tesorerías municipales, los que serán manejados en 
cuentas presupuestales de destinación específica 
dirigidas a la Universidad de los Llanos. Las 
tesorerías municipales les harán periódicamente 
las transferencias del recurso a la Secretaría de 
Hacienda Departamental, la que también llevará una 
cuenta de destinación específica de estos recursos, 
para garantizar la destinación prevista en el artículo 
3° de esta ley.
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Artículo 8°. La Contraloría Departamental 
ejercerá el control y vigilancia fiscal de los recursos 
provenientes de la estampilla autorizada. 

Artículo 9°. Vigencia. La presente ley entrará en 
vigencia una vez se complete el recaudo del monto 
contemplado en el artículo 2º de la Ley 1178 de 
2007.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 23 de 2020
En Sesión Plenaria del día 19 de junio de 2020, 

fue aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
con modificaciones del Proyecto de ley número 289 
de 2019 Cámara, acumulado con el Proyecto de ley 
número 177 de 2019 Cámara, por la cual se amplía 
la autorización a la Asamblea Departamental del 
Meta y a los concejos municipales de cada una 
de sus entidades territoriales para que ordenen 
la emisión de la estampilla “Universidad de los 
Llanos” y se dictan otras disposiciones. Esto con el 
fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 140 de junio 19 de 2020, 
previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 18 de 
junio de 2020, correspondiente al Acta número 139.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 181 DE 2019 CÁMARA - 239 DE 
2019 SENADO

por medio de la cual se otorgan herramientas para 
que los padres de familia realicen un acompañamiento 

eficaz con el fin de cuidar los recursos del PAE.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. La operación del Programa de 
Alimentación Escolar (PAE) tendrá vigilancia 
de la comunidad educativa, preferiblemente de 
las asociaciones de padres de familia y de los 
docentes que hacen parte de la institución educativa 
beneficiaria para la prestación del servicio. La 
Unidad Administrativa Especial de Alimentación 
Escolar, creada por el artículo 189 de la Ley 1955 de 

2019 y las normas que lo modifiquen y/o adicionen, 
orientará el ejercicio de esa actividad en el marco de 
sus funciones.

El interventor de la operación, el supervisor 
designado por la entidad territorial contratante, la 
Unidad Administrativa Especial de Alimentación 
Escolar y los entes de control, escucharán 
obligatoriamente las observaciones que resulten de 
este ejercicio de vigilancia comunitaria o control 
social, por parte de las asociaciones anteriormente 
mencionadas, sin que estas sean vinculantes, 
debiendo ser publicadas en las carteleras o portales 
de las entidades territoriales por un período de 
treinta (30) días.

El interventor de la operación deberá rendir un 
informe semestral a la comunidad educativa y a la 
institución educativa beneficiaria, con el objetivo 
de poner en conocimiento el funcionamiento, 
debilidades y fortalezas del PAE en la respectiva 
entidad territorial. En el caso de que el contrato 
sea inferior a seis meses este informe deberá ser 
trimestral.

Lo anterior, en concordancia con lo dispuesto en 
el artículo 189 de la Ley 1955 de 2019.

Parágrafo 1°. Para que esta vigilancia de la 
comunidad educativa sea efectiva, los interventores, 
los supervisores designados por las entidades 
territoriales y los entes de control, deberán 
suministrarles la información relacionada con las 
etapas precontractual, contractual y poscontractual 
del contrato y la ejecución del programa PAE. 

Parágrafo 2°. La comunidad educativa, 
preferiblemente las asociaciones de padres de 
familia, rendirán su informe de vigilancia, de 
manera escrita, si evidencian incumplimientos 
o mejoramientos requeridos al contratista con 
respecto a la ejecución del PAE; en caso de que se 
hayan presentado irregularidades en la respectiva 
ejecución deberán constatarse en dicho informe. 
El informe deberá contener como mínimo la 
descripción de las circunstancias de modo, tiempo 
y lugar que configuren la situación, observación 
o presunta irregularidad en la implementación del 
programa y las fuentes de información o mecanismos 
de verificación empleados para constatarla. 

El informe será remitido a la entidad territorial 
correspondiente y a los entes de control, a fin de 
que estos se pronuncien, si es del caso, dentro de los 
quince (15) días hábiles siguientes a su recepción; 
del mismo reposará copia en el expediente que para 
el efecto asigne la entidad territorial. La Unidad 
Administrativa especial para la Alimentación 
Escolar deberá elaborar un plan de capacitación 
para la comunidad educativa, sobre el ejercicio de 
la vigilancia comunitaria o de control social, en el 
marco del programa PAE. 

Parágrafo 3°. Para los fines previstos en la 
presente norma, la expresión “padres de familia” 
comprende a los padres y madres de familia, así 
como a los tutores o quienes ejercen la patria 
potestad o acudientes debidamente autorizados.
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Parágrafo 4°. Autorícese al Gobierno nacional 
para que en el término de seis (6) meses reglamente 
lo relacionado con la presente ley.

Parágrafo 5°. Con el fin de promover la vigilancia, 
las entidades territoriales dispondrán de personal 
idóneo que suministre información y capacitación 
sobre alimentación saludable a la comunidad 
educativa.

Artículo 2°. En congruencia con sus facultades 
para vincular a la comunidad en sus gestiones 
de vigilancia fiscal, la Contraloría General de la 
República y la Procuraduría General de la Nación, 
así como sus homólogas del orden territorial, 
fomentarán la participación de las organizaciones 
comunitarias y las asociaciones de padres de familia 
en el proceso de vigilancia del programa PAE, 
y articularán acciones correctivas efectivas para 
resolver oportunamente cualquier irregularidad que 
se presente.

Artículo 3°. Los encargados de la vigilancia de 
que trata esta ley deberán informar si las entidades 
encargadas de contratar el que ejecutan el Programa 
de alimentación Escolar y los prestadores del 
servicio propenderán por garantizar que se evite 
la entrega de productos comestibles o bebibles 
ultraprocesados que contengan una cantidad 
excesiva de sodio, azúcares añadidos, edulcorantes 
artificiales y grasas saturadas; en aras de garantizar 
la entrega de alimentos frescos y naturales y que se 
suministre una alimentación balanceada.

Artículo 4°. Los encargados de la vigilancia de 
que trata esta ley deberán verificar que el operador 
del PAE propenda por integrar dentro de su personal, 
en un porcentaje no menor al 20%, a los padres de 
familia usuarios, priorizando a aquellos que sean 
cabeza de familia, que no pertenezcan al comité 
de vigilancia o control social y/o a la junta de la 
respectiva asociación de padres de familia.

Artículo 5°. Lo consagrado en la presente 
ley no menoscaba las funciones y atribuciones 
de los Comités de Alimentación Escolar (CAE), 
promovidos por el Ministerio de Educación 
Nacional.

Artículo 6°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación y deroga todas las normas 
que le sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 23 de 2020
En Sesión Plenaria del día 19 de junio de 2020, 

fue aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
con modificaciones del Proyecto de ley número 181 
de 2019 Cámara - 239 de 2019 Senado, por medio de 
la cual se otorgan herramientas para que los padres 
de familia realicen un acompañamiento eficaz con 

el fin de cuidar los recursos del PAE. Esto con el fin 
de que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 140 de junio 19 de 2020, 
previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 18 de 
junio de 2020, correspondiente al Acta número 139.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 224 DE 2019 CÁMARA

por medio del cual se crea el Certificado de 
Responsabilidad Étnica Empresarial y se dictan otras 

disposiciones.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Certificado de Responsabilidad 
Étnica Empresarial. Créase el Certificado de 
Responsabilidad Étnica Empresarial, el cual será 
otorgado por el Ministerio de Trabajo a las empresas 
que vinculen dentro de su personal población 
indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, 
Rom o gitana, en los niveles de dirección, supervisión 
y operación, en un porcentaje igual o superior al 
10% de su planta laboral.

El certificado de responsabilidad étnica será 
un indicador positivo para las empresas, uniones 
temporales y/o consorcios o entidades sin ánimo de 
lucro que deseen contratar con el Estado.

Parágrafo 1°. Dentro de los seis (6) meses 
posteriores a la promulgación de esta Ley, el 
Ministerio de Trabajo expedirá los criterios y 
procedimientos para la acreditación de los requisitos 
para el otorgamiento de dicho certificado.

Parágrafo 2°. Para acreditar que el personal 
que sea vinculado mediante contrato de trabajo 
pertenece a la población negra, afrocolombiana, 
raizal y palenquera, será mediante certificación de 
la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras del 
Ministerio del Interior, mediante los registros de 
autorreconocimiento o autodeterminación.

Para el caso del Departamento de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina se acreditará la calidad 
de raizal con la Tarjeta de Control de Circulación y 
Residencia (“OCCRE”).

Parágrafo 3°. En aquellos departamentos donde 
el porcentaje de las poblaciones pertenecientes a las 
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comunidades indígenas, negras, afrocolombianas, 
raizales, palenqueras, Rom o gitanas sea inferior 
al 10%, el porcentaje de personal vinculado a la 
fuerza laboral de las empresas que deseen acceder 
al certificado de responsabilidad étnica empresarial 
será el mismo que corresponda al porcentaje de 
población de dichas minorías étnicas que se hayan 
autorreconocido como tal, de acuerdo al último 
censo del DANE.

Artículo 2°. Incentivos. Las empresas, las uniones 
temporales y/o los consorcios que tengan vigente el 
Certificado de Responsabilidad Étnica Empresarial 
tendrán un puntaje adicional en los procesos de 
selección contractual que adelanten con el Estado.

El Certificado de Responsabilidad Étnica 
Empresarial vigente constituirá un indicador positivo 
para las empresas, uniones temporales y/o consorcios 
que deseen contratar con el Estado. En ese caso, 
respecto del puntaje establecido para la evaluación 
de las ofertas en los procesos de selección abierta, 
la Entidad Estatal concederá un puntaje adicional 
si el proponente acredita el número de personas 
contratadas, de conformidad con lo señalado en el 
certificado expedido por el Ministerio de Trabajo.

Parágrafo 1°. El Gobierno nacional, a través 
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el 
Ministerio de Trabajo y el Departamento Nacional 
de Planeación o de quienes hagan sus veces, 
expedirá el decreto reglamentario que establezca una 
puntuación adicional en los procesos de licitación 
pública, concurso de méritos y contratación directa, 
para las empresas que en su planta de personal 
tengan población indígena, negra, afrocolombiana, 
raizal, palenquera, Rom o gitana, en los términos del 
artículo 1° de la presente ley, contratadas con todas 
las exigencias y garantías legalmente establecidas.

Parágrafo 2°. Las entidades estatales a través 
de los supervisores o interventores del contrato 
según corresponda, deberán verificar durante la 
ejecución del contrato que los proponentes que 
resultaron adjudicatarios mantienen en su planta de 
personal el número de trabajadores pertenecientes 
a población indígena, negra, afrocolombiana, 
raizal, palenquera, Rom o gitana, en los niveles de 
dirección, supervisión, y operación que dieron lugar 
al otorgamiento del Certificado de Responsabilidad 
Étnica Empresarial. El contratista deberá aportar a 
la entidad estatal contratante la documentación que 
así lo demuestre.

Dicha verificación se hará con el certificado que 
para el efecto expida el Ministerio del Trabajo y la 
entidad estatal contratante verificará su vigencia, de 
conformidad con la normativa aplicable.

El certificado presentado por el contratista deberá 
encontrarse vigente durante la totalidad del plazo de 
ejecución del contrato estatal.

La reducción del número de trabajadores 
acreditados para obtener el puntaje adicional 
constituye incumplimiento del contrato por parte 
del contratista, y dará lugar a las consecuencias 
del incumplimiento previstas en el contrato y en 

las normas aplicables. El procedimiento para la 
declaratoria de incumplimiento deberá adelantarse 
con observancia a los postulados del debido proceso, 
en aplicación de los principios que rigen la actividad 
contractual teniendo presente los casos de fuerza 
mayor o caso fortuito.

Parágrafo 3°. El Gobierno nacional tendrá un 
término de seis (6) meses para reglamentar lo 
consagrado en el presente artículo.

Artículo 3°. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 23 de 2020
En Sesión Plenaria del día 18 de junio de 2020, 

fue aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
con modificaciones del Proyecto de ley número 
224 de 2019 Cámara, por medio del cual se crea el 
Certificado de Responsabilidad Étnica Empresarial 
y se dictan otras disposiciones. Esto con el fin de 
que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 139 de junio 18 de 2020, 
previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 17 de 
junio de 2020, correspondiente al Acta número 138.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 234 DE 2019 CÁMARA

por medio de la cual se establecen lineamientos para 
la continuidad del talento humano de los programas 
de atención integral a la primera infancia en todas 

sus modalidades, que se financien con recursos 
públicos de cualquier nivel.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene 
por objeto establecer los lineamientos para la 
permanencia del talento humano que presta 
directamente el servicio de atención integral a la 
primera infancia en todas sus modalidades, en los 
programas que se financien con recursos públicos de 
cualquier nivel, con el fin de garantizar un servicio 
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de calidad, pertinente e integral que beneficie a las 
niñas y a los niños de dichas modalidades.

Artículo 2°. Cuando en los programas de 
atención integral a la Primera Infancia en todas sus 
modalidades, que se financien con recursos públicos 
de cualquier nivel, se presente cambio de la Entidad 
Administradora del Servicio (EAS), la nueva EAS 
podrá dar continuidad a los contratos del Talento 
Humano priorizando el Talento Humano Regional 
que cumplan con los requisitos y que se encontraba 
prestando directamente el servicio de atención 
integral a los niños y niñas beneficiarios de estos, 
siempre y cuando subsista la necesidad contractual 
que los originó y se cumplan con las condiciones 
de idoneidad requeridas para el cumplimiento de las 
obligaciones.

Parágrafo. El talento humano que presta el 
servicio directo a la atención de la primera infancia, 
como lo son los agentes educativos, las auxiliares 
pedagógicas, entre otros, deberá ser contratado 
mediante contratos laborales por medio de las EAS 
o quien haga sus veces.

Artículo 3°. Las Entidades Administradoras 
del Servicio (EAS), o la entidad que haga sus 
veces, deberán realizar evaluaciones periódicas de 
desempeño de su talento humano, durante el tiempo 
de los días de atención establecidos en el contrato; 
la primera de ellas a los 3 meses de iniciado el 
contrato y las siguientes en períodos no mayores 
a cuatro (4) meses. Dichas evaluaciones estarán 
dirigidas a constatar o verificar la buena prestación 
del servicio, que va encaminada a la continuidad de 
su contratación.

Los criterios que se tendrán en cuenta para 
la evaluación del talento humano vinculado en 
las diversas modalidades de primera infancia a 
través de las EAS, según su perfil, serán aquellas 
obligaciones contempladas en el Manual Operativo 
de la respectiva modalidad.

Parágrafo 1°. La violación al derecho preferente 
de continuidad constituirá incumplimiento de las 
obligaciones contractuales a cargo de las Entidades 
Administradoras del Servicio (EAS) o entidad a 
cargo de la cual se encuentre el talento humano de la 
Atención a la Primera Infancia.

Parágrafo 2°. Para los eventos que se realice 
cambio de las Entidades Administradoras del 
Servicio (EAS) o la entidad que haga sus veces, la 
nueva entidad deberá tener en cuenta el proceso de 
las evaluaciones de desempeño del Talento Humano 
que realizó la anterior EAS, pudiendo priorizar la 
continuidad del talento humano que esté evaluado 
con resultado satisfactorio, conforme a lo indicado 
en el presente artículo. 

Parágrafo 3°. En las evaluaciones periódicas 
de desempeño de las que trata el presente artículo, 
se deberán aplicar pruebas de autoevaluación que 
también acompañarán la verificación de la buena 
prestación del servicio e incidirán en la continuidad 
contractual del talento humano.

Parágrafo 4°. El resultado obtenido en las 
evaluaciones de que trata el presente artículo y 
el cual servirá como factor determinante de la 
continuidad de los contratos del talento humano, 
no podrá desconocer los derechos de las personas 
que ostenten fuero de estabilidad laboral reforzada o 
fuero de vejez o prepensión, de conformidad con el 
establecido en la normatividad.

Artículo 4°. Las Entidades Administradoras del 
Servicio (EAS) o la entidad que haga sus veces, 
podrán prescindir del derecho preferente de que 
trata esta ley, siempre y cuando la evaluación de que 
trata el artículo 3° de la misma, realizada de manera 
objetiva y aplicando el debido proceso, demuestre 
que la persona ha incumplido con sus obligaciones 
contractuales o no es idóneo para ejercerlas.

Artículo 5°. Evaluaciones de desempeño. Para 
realizar la evaluación de desempeño enunciada en el 
artículo 3° se clasifican en competencias funcionales 
y comportamentales.

Las funcionales representan el 70 de la evaluación, 
las comportamentales el 20 y la autoevaluación 10.

La valoración de cada una de las competencias, 
así como el resultado final de la evaluación de 
desempeño laboral del talento humano se expresará 
en una escala cuantitativa de uno (1) a cien (100) 
puntos, que corresponde a las siguientes categorías:

a. 	 Sobresaliente: entre 80 y 100 puntos
b. 	 Satisfactorio: entre 70 y 79 puntos
c. 	 Aceptable: 60 y 69 puntos 
d. 	 No Satisfactorio: entre 1 y 59 puntos.
Parágrafo 1°. Las competencias funcionales y 

comportamentales serán aquellas obligaciones y 
deberes contempladas en el Manual Operativo de la 
respectiva modalidad.

Parágrafo 2°. Todas las entidades deberán 
adoptar las modificaciones en sus manuales 
operativos, garantizando que en los procedimientos 
de evaluación de desempeño se garantizará el debido 
proceso y tendrá derecho a apelar la decisión ante el 
superior jerárquico.

Parágrafo 3°. Las EAS diseñarán un protocolo 
documental, el cual deberá contener como mínimo 
la siguiente información: datos de identificación del 
evaluador y el talento humano evaluado, período 
evaluado, competencias objeto de evaluación, 
pruebas, recursos, términos para la presentación 
de recursos, notificación, escala de valoración y 
constancia de notificación.

Artículo 6°. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación y deroga todas 
las normas que le sean contrarias.
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SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 23 de 2020
En Sesiones Plenarias de los días 17 y 18 de 

junio de 2020, fue aprobado en Segundo Debate el 
Texto Definitivo con modificaciones del Proyecto 
de ley número 234 de 2019 Cámara, por medio 
de la cual se establecen lineamientos para la 
continuidad del talento humano de los programas de 
atención integral a la primera infancia en todas sus 
modalidades, que se financien con recursos públicos 
de cualquier nivel. Esto con el fin de que el citado 
proyecto de ley siga su curso legal y reglamentario y 
de esta manera dar cumplimiento con lo establecido 
en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en las actas de las 
Sesiones Plenarias Ordinaria números 138 y 139 
de junio 17 y 18 de 2020, previo su anuncio en las 
Sesiones Plenarias de los días 16 y 17 de junio de 
2020, correspondiente al Acta número 137 y 138.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 252 DE 2019 CÁMARA

por medio del cual se modifica el artículo 380 del 
Código Penal (Ley 599 de 2000).

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 380 del Código Penal 
(Ley 599 de 2000) quedará así: 

“Suministro o formulación ilegal a deportistas. 
El que, en incumplimiento de las normas antidopaje 
expedidas por la Agencia Mundial Antidopaje 
(WADA), formule, suministre, aplique o administre 
a un deportista profesional o aficionado, alguna 
sustancia o método calificado como prohibido por 
esa autoridad, o lo induzca al consumo, o posea con 
el ánimo de comercializar, incurrirá en prisión de 
veinticuatro (24) a setenta y dos (72) meses y multa 
de sesenta y seis (66) a setecientos cincuenta (750) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

La pena se aumentará hasta en la mitad, cuando: 
1.	 La conducta recaiga sobre un menor de edad 
2.	 La conducta se realice mediante engaño o 

coacción 
3.	 El responsable tuviere cualquier carácter, 

posición o cargo que le dé particular autoridad o 
poder sobre la víctima 

4.	 Se realice en un escenario deportivo.

A las sanciones previstas en el artículo 379 quedará 
sujeto el profesional o practicante de medicina, 
odontología, enfermería, farmacia o personal de 
apoyo del atleta que, en ejercicio de ellas, realizare 
las conductas previstas en este artículo. 

Artículo 2°. Vigencia. La presente ley entrará en 
vigencia a partir de su promulgación.

 

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 23 de 2020
En Sesión Plenaria del día 18 de junio de 2020, 

fue aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
con modificaciones del Proyecto de ley número 252 
de 2019 Cámara, por medio del cual se modifica el 
artículo 380 del Código Penal (Ley 599 de 2000). 
Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga 
su curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 139 de junio 18 de 2020, 
previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 17 
de junio de 2020, correspondiente a la Acta número 
138.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 265 DE 2019 CÁMARA, 279 DE 
2019 SENADO

por medio de la cual se reconoce a Guadalajara 
de Buga, departamento del Valle del Cauca, como 
la ciudad Señora de Colombia, se rinde público 

homenaje en el marco de la conmemoración de sus 
450 años de fundación y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Declárese al municipio de 
Guadalajara de Buga, departamento del Valle del 
Cauca como la Ciudad Señora de Colombia.

Artículo 2°. Reconózcase como patrimonio 
cultural inmaterial de la Nación:
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-	 La Feria exposición Nacional Agropecuaria 
de Buga

-	 El Desfile Multicultural “Buga vive el 
Folclore”

-	 El Encuentro Coral de Música Colombiana 
y Semana Coral Internacional

-	 El Encuentro de Contadores de Historias y 
Leyendas

-	 El Festival cultural del año viejo
-	 Las procesiones de la Semana Mayor
-	 El Festival de Danza Folclórica del Colegio 

Cooperativo Obrero del Valle.
Artículo 3°. La Nación se vincula y rinde público 

homenaje al Municipio de Guadalajara de Buga, 
ubicado en el departamento del Valle del Cauca, 
con motivo de la celebración de los cuatrocientos 
cincuenta (450) años de su fundación el día 4 de 
marzo de 2020.

Artículo 4°. Autorícese al Gobierno nacional, en 
coordinación con la Gobernación del Valle del Cauca 
y la administración municipal, para implementar y 
ejecutar un plan de manejo turístico en el Municipio 
de Guadalajara de Buga, departamento del Valle del 
Cauca.

Artículo 5°. Autorícese al Gobierno nacional para 
que, de conformidad con los artículos, 288, 334, 339, 
341, 345, 356 y 366 de la Constitución Política, la 
Ley 715 de 2001 y sus decretos reglamentarios y la 
Ley 819 de 2003, el Marco Fiscal de Mediano Plazo, 
el Marco de Gastos de Mediano Plazo y el Plan 
Operativo Anual de Inversiones (POAI), concurra 
incorporando dentro del Presupuesto General de la 
Nación, las partidas presupuestales necesarias a fin 
de adelantar las siguientes obras de utilidad pública 
y de interés social, en beneficio de la comunidad del 
municipio de Guadalajara de Buga, departamento 
del Valle del Cauca, tales como:

1.	 Soterramiento y reubicación de redes y 
semipeatonalización de vías que se encuentran en el 
centro histórico y su zona periférica.

2.	 Construcción y dotación del Centro 
Administrativo Municipal (CAM).

3.	 Obras de desembotellamiento del sector 
occidental, ampliación de la carrera 24 desde la calle 
16 hasta la calle 12 y prolongación de la carrera 24 
desde la calle 12 hasta la calle 4.

4.	 Construcción de la gradería de la zona 
oriental del Estadio Hernando Azcárate Martínez 
y mejoramiento de la estructura existente y 
construcción de nuevas baterías sanitarias.

5.	 Construcción y dotación de una escuela de 
música.

6.	 Construcción de placas huella vehiculares 
para vías terciarias de la zona rural media y alta.

7.	 Fortalecimiento de la Academia de Historia 
“Leonardo Tascón”

8.	 Fortalecimiento de la Casa de la Cultura de 
Buga.

Artículo 6°. La autorización de gasto otorgada 
al Gobierno nacional en virtud de la presente ley 
podrá ser incorporada en el Presupuesto General 
de la Nación, de acuerdo con las normas orgánicas 
en materia presupuestal, el marco fiscal de mediano 
plazo y el plan operativo anual de inversiones, 
reasignando los recursos hoy existentes en cada 
órgano ejecutor, sin que ello implique un aumento del 
presupuesto y de acuerdo con las disponibilidades 
que se produzcan en cada vigencia fiscal.

Artículo 7°. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de la sanción y publicación en el Diario Oficial y 
deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 23 de 2020
En Sesión Plenaria del día 18 de junio de 2020, 

fue aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
sin modificaciones del Proyecto de ley número 265 
de 2019 Cámara, 279 de 2019 Senado, por medio 
de la cual se reconoce a Guadalajara de Buga, 
departamento del Valle del Cauca, como la ciudad 
Señora de Colombia, se rinde público homenaje 
en el marco de la conmemoración de sus 450 años 
de fundación y se dictan otras disposiciones. Esto 
con el fin de que el citado proyecto de ley siga su 
curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 139 de junio 18 de 2020, 
previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 17 de 
junio de 2020, correspondiente al Acta número 138.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 275 DE 2019 CÁMARA, 144 DE 
2018 SENADO

por medio de la cual se dictan disposiciones 
especiales para la prestación del servicio de 
transporte escolar en zonas de difícil acceso.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley establece 
una excepción que será otorgada por el Ministerio 
de Transporte para que los municipios puedan 
contratar personas naturales y/o jurídicas, con el 
propósito de prestar el servicio de transporte escolar, 
bajo condiciones especiales de transporte y bajo el 
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régimen de contratación pública, en lugares donde 
se requieran medidas diferenciadas para garantizar 
la accesibilidad material del derecho a la educación 
de la población. 

Artículo 2°. Criterios de focalización. Los 
municipios focalizados para la aplicación de la 
presente ley son aquellos que cumplan al menos uno 
de los siguientes criterios: 

1.	 Municipios en los que no se cuente con 
empresas de servicio público de transporte especial 
legalmente constituidas y habilitadas. 

2.	 Municipios en los que las condiciones 
geográficas, económicas, étnicas u otras propias del 
territorio, no permitan el uso de medios de transporte 
automotor. 

3.	 Municipios declarados con zonas de difícil 
acceso de conformidad con los lineamientos del 
Ministerio de Educación.

Artículo 3°. Reconocimiento de la excepción. 
Los municipios y/o grupos de municipios que 
cumplen con al menos uno de los criterios de 
focalización descritos en el artículo 2° e identifiquen 
la necesidad de contar con disposiciones especiales 
para la prestación del servicio de transporte escolar, 
deberán solicitar de manera individual o conjunta 
al Ministerio de Transporte el reconocimiento de la 
excepción para la prestación de este servicio a través 
de una solicitud motivada. 

La solicitud de reconocimiento de la excepción 
para la prestación del servicio de transporte escolar 
también podrá ser realizada por la ciudadanía, por la 
comunidad educativa y/o las asociaciones de padres 
de familia a las respectivas autoridades municipales, 
quienes se encargarán de realizar su trámite ante el 
Ministerio de Transporte. 

Parágrafo 1°. En el caso de los municipios 
no certificados en educación, la solicitud de 
reconocimiento de la excepción para la prestación 
del servicio de transporte escolar deberá́ ser 
gestionada por el departamento. 

Parágrafo 2°. El Ministerio de Transporte contará 
con tres meses contados a partir de la recepción de 
la solicitud motivada del municipio o departamento, 
para certificar el reconocimiento de la excepción 
y expedir un reglamento diferenciado de carácter 
especial y transitorio para la prestación del servicio 
de transporte escolar.

Parágrafo 3°. Cuando la solicitud de 
reconocimiento de la excepción para la prestación 
del servicio de transporte escolar sea realizada por la 
ciudadanía y/o por la comunidad educativa, se debe 
entender que las respectivas autoridades municipales 
no están facultadas para revisar el cumplimiento de 
los criterios de focalización, por lo que no podrán 
devolver las solicitudes bajo aquel entendido, sus 
funciones se limitan a realizar el trámite ante el 
Ministerio de Transporte. 

Artículo 4°. Tipos de medios de transporte. Para 
la prestación del servicio de transporte escolar, se 
podrá hacer uso de medios de transporte motorizados 

y no motorizados, incluyendo medios de transporte 
fluviales de acuerdo con las características y 
necesidades propias de cada municipio.

La nación y los entes territoriales podrán diseñar 
mecanismos financieros, incluyendo transferencias 
condicionadas, con el fin de garantizar la prestación 
del servicio de transporte escolar.

Parágrafo. En el evento de que las condiciones 
especiales del municipio requieran el uso de medios 
de transporte con tracción animal para la prestación 
del servicio de transporte escolar, deberá cumplirse 
con el objeto, principios y disposiciones de la Ley 
1774 de 2016. En todo caso, deberán acatarse las 
normas que expidan las autoridades distritales, 
municipales, departamentales y nacionales que 
prohíban su uso.

Artículo 5°. Reglamentación. El Ministerio de 
Transporte en coordinación con el Ministerio de 
Educación Nacional, en el marco de sus funciones, 
llevará a cabo una valoración periódica mínimo 
cada año, de las condiciones de los municipios 
donde se reconoce la excepción, con el fin de prestar 
asistencia técnica en los casos que se requieran, hacer 
control y vigilancia sobre la prestación del servicio, 
en particular sobre las condiciones de seguridad 
de niños, niñas y adolescentes y determinar si el 
municipio aún requiere el reconocimiento de la 
excepción. 

Parágrafo 1°. El Ministerio de Educación 
Nacional acompañará al Ministerio de Transporte 
en el proceso de caracterización inicial de las zonas 
diferenciales para el transporte, con el fin de que 
las autoridades territoriales en el marco de sus 
competencias, puedan garantizar el acceso efectivo 
de la población al sistema educativo.

Parágrafo 2°. Los municipios a los que se les 
reconozca la excepción, deberán, en el marco de 
sus funciones, hacer pedagogía a quienes presten el 
servicio, sobre las condiciones de acceso, calidad 
y seguridad en el transporte, que sean establecidas 
en la reglamentación transitoria. Los municipios en 
el marco de sus funciones, vigilarán y garantizarán 
el obligatorio cumplimiento de las condiciones de 
seguridad del medio de transporte como sea definido 
en la reglamentación transitoria.

Parágrafo 3°. De acuerdo con la reglamentación de 
carácter especial que sea expedida por el Ministerio 
de Transporte y en el marco de sus funciones, se 
deberá construir un manual de asistencia técnica 
dirigido a los entes territoriales, sobre la aplicación 
del régimen de contratación pública para la 
contratación del servicio de transporte escolar, bajo 
las flexibilidades en la prestación del servicio que se 
definen en la presente ley.

Artículo 6°. Participación y corresponsabilidad 
ciudadana. El Ministerio de Transporte, el 
Ministerio de Educación Nacional y las autoridades 
territoriales deberán crear las condiciones para 
que los ciudadanos participen en la solicitud de 
reconocimiento de la excepción de que trata esta 
ley, la reglamentación especial y transitoria para 
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la prestación del servicio, así como también la 
veeduría sobre la calidad del servicio prestado a los 
estudiantes.

Artículo 7°. Seguros. Para cumplir con el criterio 
de aseguramiento por los daños que puedan surgir 
como resultado de la implementación de la excepción 
a la que se refiere la presente ley, el Gobierno 
nacional a través del Ministerio de Transporte 
deberá dentro del reglamento de carácter especial 
y transitorio determinar los seguros con los cuales 
operarán los medios de transporte motorizados y no 
motorizados, de acuerdo con las características y 
necesidades propias de cada municipio.

El Gobierno nacional podrá flexibilizar las 
exigencias según el medio de transporte, siempre 
y cuando se garantice la atención en salud de los 
niños, niñas y adolescentes en caso de accidente.

Los entes territoriales que sean objeto de 
excepción mediante los procedimientos definidos 
anteriormente, podrán, en el marco de sus funciones, 
financiar el aseguramiento para la prestación del 
servicio de transporte escolar rural avalado mediante 
el reglamento de carácter especial y transitorio.

Artículo 8°. Seguimiento. Los alcaldes o quienes 
ejerzan la representación legal del municipio 
que adelanten procesos de contratación bajo esta 
modalidad, deberán presentar un informe bimestral 
ante la Procuraduría General de la Nación y la 
Contraloría General de la República. El informe 
podrá ser remitido por medios virtuales y deberá 
contener información detallada sobre el proceso 
contractual y la ejecución del servicio o servicios de 
transporte especial autorizados por esta ley.

Parágrafo 1°. Los organismos de control 
mencionados en el presente artículo, emitirán 
un concepto semestral con base en los informes 
remitidos por los entes territoriales, de acuerdo 
con sus facultades legales y constitucionales, con 
destino a los Ministerios de Educación Nacional 
y Transporte. Concepto que deberá ser presentado 
dentro de los 30 días siguientes a la culminación del 
respectivo semestre. 

Lo anterior, sin perjuicio de las funciones de 
vigilancia y control a cargo de estas entidades y de los 
órganos de control fiscal territorial de conformidad 
con la normatividad vigente.

Parágrafo 2°. Los Ministerios encargados de 
realizar la valoración periódica, tendrán en cuenta 
los conceptos emitidos por estas entidades, para 
efectuar sus funciones de asistencia técnica, control 
y vigilancia del servicio de transporte escolar en 
cada municipio.

Artículo nuevo. Recursos. Los municipios a 
los que se les reconozca la excepción podrá, en el 
marco de sus funciones, usar parte de los recursos 
para propósito general del Sistema General de 
Participaciones y del Sistema General de Regalías, 
para financiación de la prestación del servicio 
de transporte escolar rural avalado, mediante el 
reglamento de carácter especial y tránsito. 

Artículo 9°. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de la fecha de su publicación y 
deroga las normas que le sean contrarias. 

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 23 de 2020
En Sesión Plenaria del día 19 de junio de 2020, 

fue aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
con modificaciones del Proyecto de ley número 
275 de 2019 Cámara, 144 de 2018 Senado, por 
medio de la cual se dictan disposiciones especiales 
para la prestación del servicio de transporte escolar 
en zonas de difícil acceso. Esto con el fin de que 
el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 140 de junio 19 de 2020, 
previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 18 de 
junio de 2020, correspondiente al Acta número 139.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 289 DE 2019 CÁMARA

por medio de la cual se establece una amnistía 
para las emisoras comunitarias deudoras de multas 

y amonestaciones por infracciones al servicio de 
radiodifusión sonora, y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley tiene 
por objeto establecer una amnistía por única vez a 
las emisoras comunitarias deudoras de intereses por 
multas y amonestaciones derivadas de infracciones 
al servicio de radiodifusión sonora.

Artículo 2º. Por única vez y por un término de 
un (1) año, las emisoras comunitarias que tengan 
pendiente el pago de multas y amonestaciones 
derivadas de infracciones a las normas del servicio 
de radiodifusión sonora, impuestas antes de la 
expedición de la presente ley, podrán acogerse a un 
descuento del ciento por ciento (100%) del total de 
su deuda por las sanciones e intereses. 

Parágrafo. La amnistía de la que trata el presente 
artículo no tendrá aplicación sobre los procesos 
judiciales que se encuentren en curso conforme a las 
normas legales o reglamentarias vigentes.
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Artículo 3º. A partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley, el Gobierno nacional tendrá seis (6) 
meses para su reglamentación e implementación.

Artículo 4°. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su sanción y promulgación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 23 de 2020
En Sesión Plenaria del día 19 de junio de 2020, fue 

aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo sin 
modificaciones del Proyecto de ley número 289 de 
2019 Cámara, por medio de la cual se establece una 
amnistía para las emisoras comunitarias deudoras 
de multas y amonestaciones por infracciones al 
servicio de radiodifusión sonora, y se dictan otras 
disposiciones. Esto con el fin de que el citado 
proyecto de ley siga su curso legal y reglamentario y 
de esta manera dar cumplimiento con lo establecido 
en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 140 de junio 19 de 2020, 
previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 18 de 
junio de 2020, correspondiente al Acta número 139.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 297 DE 2019 CÁMARA, 103 DE 
2018 SENADO

por medio de la cual se rinden honores a los 
miembros de las Fuerzas Militares de Colombia por 

la Operación Jaque.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1º. La República de Colombia rinde un 
Homenaje Público a los miembros de las Fuerzas 
Militares quienes sirvieron a la patria con valentía y 
lealtad, en el cumplimiento de sus funciones, dentro 
del marco legal y bajo órdenes legítimas, para lograr 
la libertad de personas, nacionales y extranjeras, 
que se encontraban secuestradas por parte de las 
Farc-EP, por más de una década, con ocasión de la 
conmemoración de los diez (10) años de ejecutada 
la denominada “Operación Jaque”.

Artículo 2º. La Nación celebrará cada dos (2) 
de julio el día de la Valentía y Estrategia Militar 
Patria, durante el cual las máximas Autoridades 
Administrativas del nivel Nacional y Territorial 

realizarán actos protocolarios en los cuales se 
destaquen a los miembros de la sociedad cuyas 
acciones se consideren valerosas y leales.

Parágrafo 1°. El Gobierno nacional creará una 
medalla conmemorativa y especial para cada una de 
las Fuerzas Armadas. 

Parágrafo 2°. Las instituciones educativas de 
los niveles preescolar, básica y media, públicas y 
privadas, dentro del marco de su autonomía podrán 
elegir el día más cercano a la fecha que trata el 
presente artículo con el fin de que se desarrollen 
actos conmemorativos en los cuales se destaque a 
sus alumnos más valerosos y leales por cada grado 
educativo. Los miembros de las Fuerzas Militares 
podrán acompañar dichos actos, siempre y cuando 
medie solicitud expresa.

Artículo 3º. Autorícese al Gobierno nacional para 
otorgar becas de estudio para pregrado o posgrado 
dirigida al personal de inteligencia de las Fuerzas 
Militares, con el propósito de fomentar la excelencia 
académica al interior de la institución.

Los beneficiarios de las becas deberán prestar 
servicio de retroalimentación durante el siguiente 
año de la terminación de los estudios, período 
durante el cual podrán ser requeridos para presentar 
cátedras, foros, conversatorios o demás actividades 
académicas que disponga la respectiva institución de 
la cual son miembros. En todo caso estas actividades 
no podrán superar las 2 horas semanales, ni más de 
32 horas dentro del período en cuestión.

Parágrafo 1°. Se destinará un porcentaje de becas, 
para pregrado o posgrado, como reconocimiento 
a los integrantes de las Fuerzas Militares, que 
participaron de forma directa en la ejecución de la 
denominada “Operación Jaque”.

Artículo 4º. La emisión próxima que se haga 
de uno de los billetes y monedas del Banco de la 
República tendrá en una de sus caras una ilustración 
que represente la valentía de las Fuerzas Armadas 
de Colombia, en especial al éxito obtenido en la 
Operación Jaque.

Artículo 5º. Autorícese al Gobierno nacional de 
conformidad con las disponibilidades presupuestales 
futuras, que incorpore dentro del Presupuesto 
General de la Nación – Ministerio de Defensa 
Nacional, las partidas presupuestales necesarias 
para que se erija un monumento conmemorativo 
a la denominada “Operación Jaque” en un sitio 
emblemático del territorio colombiano, acorde a las 
actividades de planeación, presupuesto y aprobación 
por parte del Ministerio de la Defensa.

Artículo 6º. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su publicación.
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SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 23 de 2020
En Sesión Plenaria del día 19 de junio de 2020, 

fue aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
sin modificaciones del Proyecto de ley número 297 
de 2019 Cámara, 103 de 2018 Senado, por medio 
de la cual se rinden honores a los miembros de las 
Fuerzas Militares de Colombia por la Operación 
Jaque. Esto con el fin de que el citado proyecto de 
ley siga su curso legal y reglamentario y de esta 
manera dar cumplimiento con lo establecido en el 
artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 140 de junio 19 de 2020, 
previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 18 de 
junio de 2020, correspondiente al Acta número 139.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 315 DE 2019 CÁMARA, 52 DE 
2018 SENADO

por medio de la cual se permite el pago 
anticipado de créditos en las entidades vigiladas 
por la Superintendencia de Economía Solidaria.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Se establece el beneficio de pago 
anticipado en toda operación de crédito en moneda 
nacional, sin incurrir en ningún tipo de penalización 
o compensación por lucro cesante, de las cuotas o 
saldos en forma total o parcial, de los consumidores 
de productos crediticios de las entidades del sector 
cooperativo.

Parágrafo. Es obligación de las entidades del 
sector solidario brindar al usuario información 
trasparente, precisa, confiable y oportuna de manera 
verbal y escrita en el momento previo al otorgamiento 
del crédito sobre la posibilidad de realizar pagos 
anticipados de su obligación entregando la misma 
de forma personal, y por intermedio de correo 
certificado o medios digitales.

Es derecho del deudor decidir si el pago parcial 
que realiza se lo abonará a capital con disminución 
de plazo del crédito o del número de cuotas, o con 
disminución del valor de la cuota de la obligación, 
y en ningún caso lo podrá determinar la respectiva 
entidad del sector cooperativo. Es obligación de las 
entidades del sector solidario preguntar al usuario 
sobre su voluntad respecto de la forma en que se 
imputarán cada uno de los pagos anticipados que se 
hagan. 

Artículo 2°. En los eventos en los que no exista 
regulación especial frente a la vigilancia del régimen 

de protección de usuarios de los servicios crediticios 
en el sector cooperativo, el ejercicio de las funciones 
de inspección, vigilancia y control respecto de lo 
dispuesto en la presente ley estará a cargo de la 
Superintendencia de Industria y Comercio.

Artículo Nuevo. Los beneficios de la presente ley 
no podrán exceder créditos superiores a ochocientos 
ochenta (880) salarios mínimos mensuales legales 
vigentes.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que 
le sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 18 de 2020
En Sesión Plenaria del día 18 de junio de 2020, 

fue aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
con modificaciones del Proyecto de ley número 315 
de 2019 Cámara, 52 de 2018 Senado, por medio de 
la cual se permite el pago anticipado de créditos en 
las entidades vigiladas por la Superintendencia de 
Economía Solidaria. Esto con el fin de que el citado 
proyecto de ley siga su curso legal y reglamentario y 
de esta manera dar cumplimiento con lo establecido 
en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 139 de junio 18 de 2020, 
previo su anuncio en la Sesión del día 17 de junio de 
2020, correspondiente al Acta número 138.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 316 DE 2019 CÁMARA, 191 DE 
2018 SENADO

por medio de la cual se reconocen las prácticas 
laborales como experiencia profesional y/o 
relacionada y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene como 
objeto establecer mecanismos normativos para 
facilitar el acceso al ámbito laboral, de aquellas 
personas que recientemente han culminado un 
proceso formativo, o de formación profesional o de 
educación técnica, tecnológica o universitaria; al 
reconocer de manera obligatoria como experiencia 
profesional y/o relacionada aquellas prácticas que se 
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hayan realizado en el sector público y/o sector privado 
como opción para adquirir el correspondiente título.

Artículo 2°. Finalidad. La presente ley tiene 
como propósito contribuir a la materialización 
de los principios y derechos fundamentales del 
Estado Social de Derecho, entre otros: el trabajo, 
la dignidad humana, la seguridad social, el mínimo 
vital, libertad en la escogencia de profesión u oficio; 
garantizando que la población que ha culminado 
recientemente con un proceso de estudios pueda 
ingresar de manera efectiva a ejercer su actividad 
laboral.

Artículo 3°. Definiciones. Para los efectos de la 
presente ley entiéndase como práctica laboral todas 
aquellas actividades formativas desarrolladas por un 
estudiante de cualquier programa de pregrado en las 
modalidades de formación profesional, tecnológica 
o técnica profesional, en el cual aplica y desarrolla 
actitudes, habilidades y competencias necesarias 
para desempeñarse en el entorno laboral sobre los 
asuntos relacionados con el programa académico o 
plan de estudios que cursa y que sirve como opción 
para culminar el proceso educativo y obtener un 
título que lo acreditará para el desempeño laboral.

Parágrafo 1°. Se considerarán como prácticas 
laborales para efectos de la presente ley las 
siguientes:

1. 	 Práctica laboral en estricto sentido.
2. 	 Contratos de aprendizaje.
3. 	 Judicatura.
4. 	 Relación docencia de servicio del sector 

salud.
5. 	 Pasantía.
6. 	 Las demás que reúnan las características 

contempladas en el inciso primero del presente 
artículo.

Parágrafo 2°. Para los efectos de la remuneración 
del contrato de aprendizaje, prevalece lo consagrado 
en la Ley 789 de 2002, respecto de los subsidios o 
beneficios económicos allí plasmados, especialmente 
lo relacionado con riesgos profesionales y Seguridad 
Social en Salud.

Artículo 4°. Subsidio de transporte. Las entidades 
públicas, de manera progresiva y atendiendo al 
principio de la sostenibilidad fiscal, podrán incluir 
dentro de sus gastos de funcionamiento un rubro 
que tendrá como finalidad el reconocimiento de 
un subsidio mensual de transporte y alimentación 
para los estudiantes que realicen su práctica 
profesional, tecnológica, técnica o de cualquiera de 
las modalidades de formación profesional y demás 
formas de etapa productiva establecida por el Sena, 
en cada una de las entidades.

Parágrafo 1°. En todo caso el subsidio 
correspondiente no podrá ser superior a 1 smlmv 
y su desembolso deberá estar soportado con base 
en el cumplimiento efectivo de las obligaciones 
impuestas en la práctica laboral, certificado por el 
supervisor asignado. Salvo disposición en contrario 

pactada expresamente entre las partes, dicha suma 
de dinero no será constitutiva de salario.

Parágrafo 2°. El pago del subsidio para 
transporte y alimentación, no excluye al empleador 
de la responsabilidad de afiliación a la ARL y del 
cubrimiento con póliza de responsabilidad civil a 
terceros según reglamentación del sector por cada 
practicante.

Artículo 5°. Convocatoria pública. Las entidades 
públicas del nivel nacional, departamental y 
territorial deberán realizar anualmente por lo menos 
una convocatoria para que ellos studiantes puedan 
realizar sus prácticas laborales, la cual deberá ser 
debidamente divulgada a través de los diferentes 
medios de comunicación con los que cuente dicha 
entidad.

Parágrafo 1°. Desde la definición de los términos 
de la convocatoria y durante el proceso de selección 
de practicantes, las entidades públicas deberán 
establecer mecanismos que prioricen la vinculación 
de mujeres que cumplan los demás requisitos de 
la convocatoria. Del mismo modo, las entidades 
públicas deberán promover la vinculación como 
practicantes de personas con discapacidad.

Parágrafo 2°. Durante las etapas de formulación de 
términos de la convocatoria, divulgación y selección 
de practicantes, las entidades públicas deberán 
garantizar que primen los principios de objetividad, 
imparcialidad y meritocracia, para suplir las plazas 
disponibles con practicantes idóneos.

Artículo 6°. Certificación. El tiempo que el 
estudiante realice como práctica laboral, deberá ser 
certificado por la entidad beneficiaria y en todo caso 
sumará al tiempo de experiencia profesional del 
practicante.

Artículo 7°. Reglamentación. El Gobierno 
nacional en un término de tres meses reglamentará 
las disposiciones a fin de dar cumplimiento a la 
presente ley.

Artículo 8°. Vigencias y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga las 
disposiciones contrarias a esta.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 18 de 2020
En Sesión Plenaria del día 18 de junio de 2020, 

fue aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
con modificaciones del Proyecto de ley número 316 
de 2019 Cámara, 191 de 2018 Senado, por medio 
de la cual se reconocen las prácticas laborales como 
experiencia profesional y/o relacionada y se dictan 
otras disposiciones. Esto con el fin de que el citado 
proyecto de ley siga su curso legal y reglamentario y 
de esta manera dar cumplimiento con lo establecido 
en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. 
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Lo anterior, según consta en el Acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 139 de junio 18 de 2020, 
previo su anuncio en la Sesión del día 17 de junio de 
2020, correspondiente al Acta número 138.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 398 DE 2019 CÁMARA, 133 DE 
2018 SENADO

por medio del cual se promueve la participación 
de las entidades territoriales en los proyectos de 

generación de energías alternativas renovables y se 
dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1º. Autorízase al Gobierno nacional 
para financiar con aportes del Presupuesto General 
de la Nación y el Sistema General de Regalías 
la participación de las Entidades Territoriales 
en los proyectos de generación, distribución, 
comercialización y autogeneración a pequeña 
escala y generación distribución con Fuentes No 
Convencionales de Energía Renovables (FNCER) 
que se enumeran a continuación: la biomasa, los 
aprovechamientos hidroeléctricos, la eólica, la 
geotérmica, la solar, los mares y el aprovechamiento 
energético de residuos. Además de otras fuentes 
que podrán ser consideradas según lo determina la 
UPME. 

Parágrafo 1º. Los proyectos objeto de esta ley 
que podrán ser financiados con cargo al Sistema 
General de Regalías deberán ser tramitados de 
acuerdo a la normatividad vigente, el gobierno 
nacional podrá realizar acompañamiento especial 
para la formulación de los proyectos a través 
del Departamento Nacional de Planeación y el 
Ministerio de Minas y Energía. 

Parágrafo 2º. Los proyectos de generación, 
distribución y comercialización de energías 
alternativas renovables, tendrán como prioridad el 
sector rural y deben contemplar los lineamientos 
de política energética establecidos en el literal a); 
numeral 1; del artículo 6; de la Ley 1715 de 2014 
y el apoyo Institucional contemplado en el literal a) 
numeral 7 de la misma ley. 

Parágrafo 3º. Los proyectos de generación, 
distribución y comercialización de energía 
alternativas tendrán como prioridad para 
contratación laboral, el recurso humano calificado 
y no calificado residente y/o oriundo de la región 
donde se asiente el proyecto, siempre y cuando 
cumplan con la idoneidad y/o competencias exigidas 
para la ejecución del mismo. 

Artículo nuevo. Aprovechamiento energético de 
residuos. Para los efectos de esta ley entiéndase por 
aprovechamiento energético de residuos la familia 
de tecnologías de tratamiento de residuos para 
generar energía en la forma de calor, electricidad o 
combustibles, de conformidad con los parámetros 
establecidos por la Ley 1715 de 2014.

Parágrafo. Para los demás conceptos se tendrá 
en cuenta la definición contenida en la Ley 1715 de 
2014. 

Artículo 2º. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación. 

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 23 de 2020
En Sesión Plenaria del día 19 de junio de 2020, 

fue aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
con modificaciones del Proyecto de ley número 
398 de 2019 Cámara, 133 de 2018 Senado, por 
medio del cual se promueve la participación de 
las entidades territoriales en los proyectos de 
generación de energías alternativas renovables 
y se dictan otras disposiciones. Esto con el fin de 
que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 140 de junio 19 de 2020, 
previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 18 de 
junio de 2020, correspondiente al Acta número 139.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 400 DE 2019 CÁMARA, 17 DE 
2018 SENADO

por medio de la cual se crea el Fondo de 
Sustentabilidad Pro Cartagena 500 años para la 
erradicación de la pobreza extrema en el distrito 

turístico y cultural de Cartagena de Indias para el 
año 2033.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto crear el Fondo de Sustentabilidad Pro 
Cartagena 500 años para garantizar de forma 
eficiente y oportuna la ejecución de los recursos 
de la inversión pública y privada en materia de 
infraestructura ambiental, sanitaria y vial del 
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Distrito Turístico y Cultural de Cartagena de Indias, 
la erradicación de situaciones de pobreza extrema y 
la conservación de los recursos naturales del medio 
ambiente.

Artículo 2°. Fondo de Sustentabilidad Pro 
Cartagena 500 años. El Fondo de Sustentabilidad 
Pro Cartagena 500 Años, en adelante el “Fondo”, 
será un patrimonio autónomo, sin estructura 
administrativa y sin planta de personal, administrado 
por la sociedad fiduciaria que sea contratada de 
conformidad con las normas que rijan sobre la 
materia. 

Artículo 3°. Órgano de Dirección del Fondo. 
El Fondo tendrá un Órgano de Dirección y 
Administración denominado Junta Directiva, 
integrada por: 

a)	 Dos (2) delegados del Presidente de la 
República;

b)	 Dos (2) delegados de la Gobernación del 
departamento de Bolívar.

c)	 Dos (2) delegados del Alcalde del Distrito 
Turístico y Cultural de Cartagena de Indias.

d)	 Tres (3) representantes de la sociedad civil 
designados para periodos de tres (3) años sin derecho 
a reelección.

e)	 Dos (2) representantes, si los hubiere, de los 
aportantes al Fondo.

La Junta Directiva tendrá las siguientes funciones:
1.	 Aprobar los reglamentos del Fondo y de la 

Junta Directiva.
2.	 Aprobar el Plan de Dinamización para 

la sostenibilidad fiscal y desarrollo social y 
equitativo con vigencia hasta el año 2033, el cual 
se articulará de forma armónica con los Planes de 
Desarrollo Distrital y Departamental, los Planes de 
Ordenamiento Territorial y el ejercicio constitucional 
al derecho de propiedad en Cartagena de Indias para 
sus habitantes.

3.	 Ejecutar las medidas contenidas en el Plan 
de Dinamización para la Sostenibilidad Fiscal y 
Desarrollo Social y Equitativo del Distrito Turístico 
y Cultural de Cartagena de Indias. 

4.	 Proponer estrategias financieras, rutas 
administrativas y reglas de contabilidad pública 
transparente que realicen de forma simultánea la 
consolidación de los superávit presupuestales del 
Distrito Turístico y Cultural de Cartagena de Indias 
para el empleo de estos recursos en la ejecución de 
los programas y proyectos.

5.	 Ordenar a la sociedad fiduciaria el inicio 
de los procesos de contratación y la celebración 
de convenios en el marco de la ejecución de los 
programas y proyectos definidos en el Plan de 
Dinamización. 

6.	 Revisar y aprobar el informe de gestión, 
los estados financieros y en general la rendición de 
cuentas que presente la sociedad fiduciaria.

7.	 Hacer seguimiento a las actividades de la 
sociedad fiduciaria y recibir los informes sobre el 
desarrollo de sus operaciones.

8.	 Resolver los posibles conflictos de interés 
que se presenten en el desarrollo del objeto del 
Fondo.

9.	 Darse su propio reglamento para el 
ejercicio de sus funciones, incluyendo la adopción 
de decisiones, quórum deliberativo y decisorio, 
mayorías, periodicidad de sus reuniones y 
convocatoria. 

10.	 Las demás que deba ejercer para el 
cumplimiento del objeto del Fondo, como máximo 
órgano de dirección y administración.

Parágrafo. La Junta Directiva del Fondo se 
reunirá como mínimo cuatro (4) veces cada año, 
y deberá aprobar el Plan de Dinamización para 
la Sostenibilidad Fiscal y Desarrollo Social y 
Equitativo.

Artículo 4°. Objeto del fondo. El Fondo tendrá 
por objeto la erradicación de la pobreza extrema 
en el Distrito Turístico y Cultural de Cartagena de 
Indias y la conservación de los recursos naturales 
del medio ambiente desde la entrada en vigencia 
de la presente ley hasta el año 2033 o el término 
que se prorrogue, a través del financiamiento de los 
planes, programas y proyectos que se definan en el 
Plan de Dinamización para la Sostenibilidad Fiscal 
y Desarrollo Social y Equitativo. 

Artículo 5°. Régimen de contratación. El 
régimen de contratación y administración por parte 
de la sociedad fiduciaria respecto de los recursos 
del Fondo será de derecho privado, con observancia 
de los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad de 
que trata el artículo 209 de la Constitución Política. 

Artículo 6°. Duración del fondo. El Fondo tendrá 
una duración hasta el día treinta y uno (31) del mes 
de diciembre del año 2033. Previo al cumplimiento 
de este plazo, la Junta Directiva podrá prorrogarlo 
hasta la terminación de la ejecución de los programas 
o proyectos que se encuentren en curso o liquidarlo 
en cualquier tiempo, siempre y cuando se observen 
las condiciones fiscales, económicas, sociales y 
financieras requeridas para el efecto. 

Parágrafo. En el momento de la liquidación, la 
Junta Directiva se convertirá en la Junta Liquidadora 
del Fondo. La Contraloría Departamental y Distrital 
evaluarán los trabajos de liquidación adelantados. 
Una vez finalizado el proceso de liquidación, los 
remanentes resultantes del mismo deberán ser 
reintegrados a los aportantes en la proporción de su 
participación.

Artículo 7°. Recursos del Fondo. El fondo se 
compondrá de recursos que provienen y serán 
apropiados a partir de las siguientes fuentes: 

a)	 Los recursos que el Distrito Turístico y 
Cultural de Cartagena de Indias y el departamento 
de Bolívar dispongan en sus Planes de Desarrollo y 
los que provengan de recursos propios u operaciones 



Página 24	 Miércoles, 8 de julio de 2020	 Gaceta del Congreso  466

90 91 92 93

de crédito público celebradas por el Distrito o por el 
Departamento con la banca multilateral, entidades 
de fomento o gobiernos extranjeros;

b)	 Los recursos de la cooperación internacional 
no reembolsables entregados al Fondo;

c)	 Los recursos del Presupuesto General de 
la Nación que, de acuerdo con la disponibilidad, 
puedan destinarse a la financiación de programas o 
proyectos dentro del objeto del Fondo, y de acuerdo 
con el Plan Nacional de Desarrollo;

d)	 Los recursos que obtenga o se le asignen a 
cualquier título.

Parágrafo. Las entidades del orden nacional, 
territorial o particulares podrán aportar recursos 
a través de esquemas de cofinanciación para el 
desarrollo de los proyectos que sean identificados, 
estructurados y gestionados por el fondo a que se 
refiere la presente ley.

Artículo 8°. Plan de Dinamización para 
la Sostenibilidad Fiscal y Desarrollo social 
y Equitativo. El Plan de Dinamización para 
la Sostenibilidad Fiscal y Desarrollo Social y 
Equitativo contendrá al menos: 

1. 	 Cronogramas de acción a las autoridades 
distritales y departamentales para la implementación 
de planes y programas, acompañados de acciones 
concretas en materia de apropiación de recursos y 
contractuales.

2. 	 Criterios de evaluación y seguimiento 
periódico al estado de avances de los proyectos y 
programas. 

3. 	 Medidas financieras para que la inversión 
pública y privada mejore la infraestructura y la 
conservación ambiental del Distrito, así como la 
erradicación de situaciones de extrema pobreza 
y la conservación de los recursos naturales medio 
ambientales, desde la entrada en vigencia de la 
presente ley hasta la duración del fondo. 

4. 	 Medidas administrativas que permitan 
armonizar los elementos que componen los Planes 
de Desarrollo Distrital y Departamental con los 
Planes de Ordenamiento Territorial, y el ejercicio 
constitucional al derecho de propiedad privada en 
Distrito Turístico y Cultural de Cartagena de Indias 
para sus habitantes. 

5. 	 Otras medidas especiales que podrán estar 
en el Plan de Dinamización para la Sostenibilidad 
Fiscal y Desarrollo Social y Equitativo o introducirse 
a través de modificaciones parciales: a) Pautas 
para la renegociación de contratos que afecten las 
condiciones de liquidez, disponibilidad presupuestal 
para la aplicación de recursos del Fondo; y b) 
Criterios para la terminación de los contratos del 
Fondo, su ampliación o su renegociación. 

Parágrafo. La Junta Directiva del Fondo 
armonizará el Plan de Dinamización conforme a los 
Planes de Desarrollo Distrital y Departamental que 
se encuentren vigentes, respecto de la temporalidad 
y el cumplimiento del objeto del Fondo.

Artículo 9°. Reglamentación. Facúltese al 
Gobierno nacional, para que en el término de seis (6) 
meses, contados a partir de la vigencia de la presente 
ley, reglamente las disposiciones necesarias para el 
adecuado funcionamiento del Fondo del que trata la 
presente ley.

Artículo 10. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su publicación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 23 de 2020
En Sesión Plenaria del día 18 de junio de 2020, 

fue aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
con modificaciones del Proyecto de ley número 
400 de 2019 Cámara, 17 de 2018 Senado, por 
medio de la cual se crea el Fondo de Sustentabilidad 
Pro Cartagena 500 años para la erradicación de la 
pobreza extrema en el distrito turístico y cultural 
de Cartagena de Indias para el año 2033. Esto 
con el fin de que el citado proyecto de ley siga su 
curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en el Acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 139 de junio 18 de 2020, 
previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 17 de 
junio de 2020, correspondiente al Acta número 138.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 405 DE 2019 CÁMARA, 67 DE 
2018 SENADO

por el cual se modifica el artículo 6° de la Ley 388 de 
1997 y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley busca 
garantizar la implementación efectiva de espacios 
públicos en los entes territoriales y prioriza las 
necesidades de niños, niñas, adolescentes, mujeres, 
adultos mayores y personas en condición de 
discapacidad. Esto, a través del fortalecimiento de 
las funciones del Gobierno central.
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Artículo 2°. El artículo 6° de la Ley 388 de 1997, 
quedará así:

Artículo 6°. Objeto. El ordenamiento del 
Territorio Municipal y Distrital tiene por objeto 
complementar la planificación económica y social con 
la dimensión territorial, identificar las necesidades 
de espacio público, priorizando los requerimientos 
de los niños, niñas, adolescentes, mujeres, adultos 
mayores y personas en condición de discapacidad, 
racionalizar las intervenciones sobre el territorio y 
orientar su desarrollo y aprovechamiento sostenible, 
mediante:

1.	 La definición de las estrategias territoriales 
de uso, ocupación y manejo del suelo, en función 
de los objetivos económicos, sociales, urbanísticos 
y ambientales.

2.	 El diseño y adopción de los instrumentos y 
procedimientos de gestión y actuación que permitan 
ejecutar actuaciones urbanas integrales y articular 
las actuaciones sectoriales que afectan la estructura 
del territorio municipal o distrital.

3.	 La definición de los programas y proyectos 
que concretan estos propósitos.

El ordenamiento del territorio municipal y 
distrital se hará tomando en consideración las 
relaciones intermunicipales, metropolitanas y 
regionales; deberá dar prelación a los espacios 
públicos, atender las condiciones de diversidad 
étnica y cultural, reconociendo el pluralismo y el 
respeto a las diferencias; e incorporará instrumentos 
que regulen las dinámicas de transformación 
territorial de manera que se optimice la utilización 
de los recursos naturales, humanos y tecnológicos 
para el logro de condiciones de vida dignas para la 
población actual y las generaciones futuras.

Artículo 3°. Durante los dos años siguientes a la 
entrada en vigencia de la presente ley, los municipios 
y distritos, bajo los lineamientos del Gobierno 
nacional, dispondrán del inventario general de 
espacio público que identificará e indexará los 
bienes de uso público y los bienes afectos al uso 
público, en un sistema de información alfanumérico 
y cartográfico. El Gobierno nacional acompañará a 
los municipios y distritos cuando ellos lo requieran.

Dicho inventario deberá ser objeto de 
actualización permanente y será la base para 
calcular los indicadores cuantitativos y cualitativos 
relacionados con el espacio público de municipios 
y distritos.

A partir del cumplimiento del término señalado en 
el presente artículo, los municipios y distritos deberán 
disponer de las políticas tendientes a la generación, 
recuperación, aprovechamiento y sostenibilidad 
integral del espacio público, incluyendo las labores 
de mantenimiento y conservación de las zonas 
cedidas.

Parágrafo. El Gobierno nacional revisará las 
experiencias existentes en el manejo de información 
sobre espacio público que sirva de base para orientar 
a municipios y distritos en la elaboración del 

inventario. Así mismo, prestarán asistencia técnica y 
acompañamiento a los municipios y distritos cuando 
estos lo requieran. 

Artículo 4°. Adiciónese el siguiente artículo al 
Capítulo III de la Ley 388 de 1997, el cual quedará 
así:

Artículo nuevo. Con el fin de atender el déficit 
de espacios públicos y que sea prioritario disponer 
de ellos sobre los demás usos del suelo, dentro de 
los seis meses siguientes a la promulgación de la 
presente ley, el Gobierno nacional implementará 
la metodología de medición de indicadores 
cuantitativos y cualitativos de los espacios públicos, 
y brindará asistencia técnica a los municipios 
y distritos en la formulación de los planes de 
ordenamiento territorial y en la adecuada planeación 
e implementación de los espacios públicos, cuando 
estos así lo requieran.

Artículo 5°. Vigencia. Esta norma rige a partir de 
su promulgación y deroga todas aquellas que le sean 
contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 23 de 2020
En Sesión Plenaria del día 19 de junio de 2020, 

fue aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
con modificaciones del Proyecto de ley número 
405 de 2019 Cámara, 67 de 2018 Senado, por el 
cual se modifica el artículo 6° de la Ley 388 de 1997 
y se dictan otras disposiciones. Esto con el fin de 
que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 140 de junio 19 de 2020, 
previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 18 de 
junio de 2020, correspondiente al Acta número 139.
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